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Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
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Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Pareto Vergara, Cristián
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PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
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PDC
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-Con permiso constitucional estuvo ausente el diputado señor Fidel Espinoza.


-Asistió, además, el senador señor Juan Antonio Coloma.

(




II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El acta de la sesión 18ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 19ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
AUTORIZACIÓN A COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para sesionar simultáneamente con la Sala el jueves 1 de agosto, de 11 a 12.30 horas, para continuar el estudio del proyecto que modifica el Código Penal y otros cuerpos legales, en materia de delitos de pornografía infantil.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. HOMENAJE

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON 
IGNACIO DOMEYKO AL CUMPLIRSE 200 AÑOS DE SU NATALICIO.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- A continuación, la Cámara de Diputados rendirá homenaje en memoria del destacado naturista don Ignacio Domeyko, con motivo de cumplirse 200 años de su natalicio.


Se encuentran presentes en la tribuna de honor el excelentísimo embajador de Polonia en Chile, señor Daniel Passent, y el señor Ignacio Domeyko Bulnes.


(Aplausos).

Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES (de pie).- Señora Presidenta, estimados colegas, distinguidos descendientes de don Ignacio Domeyko:


Resulta conmovedor para mí, como hombre de la minería, tener la enorme responsabilidad de rendir homenaje a don 
Ignacio Domeyko al cumplirse hoy 200 años de su nacimiento. Lo hago también en nombre de Renovación Nacional -mi bancada-, y de mi tierra de Atacama, la que fue recorrida y estudiada palmo a palmo por ese insigne científico.


Chile, nuestro pueblo, ha crecido y se ha desarrollado gracias a la bondad del Creador, quien dejó en sus entrañas enormes riquezas minerales. El tesoro estaba ahí y también las rudas manos necesarias para extraer los minerales; pero faltaba la ciencia, la inteligencia del ser humano puesta al servicio del enriquecimiento de un país.


Este último elemento -el de los conocimientos científicos y su difusión-, vino a Chile desde el corazón de un pueblo europeo y, encarnado en Ignacio Domeyko, contribuyó, como ningún otro, al desarrollo de nuestra minería. Su perseverancia, orientada al fomento de los estudios físicos y matemáticos, y al afianzamiento de las carreras asociadas a la minería, es motivo de reconocimiento y de profundo agradecimiento por parte de todos nosotros.


Chile tuvo la suerte y la visión, en sus primeros años de vida republicana, de buscar, acoger y recibir a extranjeros que trajeran a nuestras tierras sus conocimientos y voluntad de trabajo.


¿Cuánto le debemos a esa legión de extranjeros que, incorporados en nuestra sociedad, aportaron sus talentos e hicieron de Chile una prestigiosa nación en el siglo XIX?


Domeyko veía con claridad el camino y señalaba que la educación era la vía por la que se podía lograr “el bien moral del país, la estabilidad del orden y de las instituciones; la formación del carácter nacional y el desarrollo progresivo de las inclinaciones nobles de los individuos”.


Con esta inspiración se consagró incansablemente en la tarea de fomentar el envío de los mejores alumnos chilenos a estudiar becados en Europa para su perfeccionamiento en las ciencias. Abocado a esa tarea, luchó con éxito a fin de que el Gobierno decidiera importar el instrumental indispensable para el ejercicio de las profesiones de ingenieros y ensayadores.


Su patriotismo a toda prueba, forjado en las duras experiencias políticas de Polonia, su suelo natal, se volcó con pasión en su nueva patria. Su solidez académica e intelectual se conjugó con el amor que fue capaz de entregar a los chilenos.


El cariño entre Domeyko y Chile fue espontáneo, inmediato y recíproco. Los paisajes y nuestra gente lo cautivaron. Al poco tiempo de llegar a Chile, escribió: “El cielo puro, la hermosa tierra, la magnífica vista de los Andes por el oriente y el océano por el poniente; la tranquilidad; el cálido y suave carácter de los habitantes -todo ello tras los seis años tumultuosos de París-, fue para mí un mundo nuevo. ¿Y cómo no encariñarse con las personas cuando le miran a uno con tanto afecto?”.


¿Cómo respondió a este afecto y al cariño de Chile? Hoy, en que las brechas científicas y tecnológicas con el mundo desarrollado son abismantes y se agudizan, Domeyko, hace más de siglo y medio, trabajando desde Chile con infinitas limitaciones, respondió a lo que recibió en nuestro país; lo hizo como científico de primer nivel, a quien le llovieron las distinciones de entidades científicas que lo acogieron en su seno, medallas de oro en exposiciones nacionales e internacionales y condecoraciones de países que se peleaban y honraban en otorgárselas.


Afortunadamente, Chile no demoró ni mezquinó su agradecimiento hacia Domeyko. En 1848 le concedió, por gracia especial, la nacionalidad chilena, sin exigirle ningún trámite. Lo hicimos nuestro. ¡Y qué acierto! Múltiples cargos y honores jalonaron en forma ininterrumpida su trayectoria.


Resumidamente, cabe señalar que fue fundador de la Facultad de Ciencias Matemáticas y Físicas, miembro del Consejo Superior de la Universidad y, finalmente, rector de la Universidad de Chile.


Al aceptar este último cargo, tuvo una actitud que reflejó un espíritu superior y que lo retrató de cuerpo entero. Pidió que el sueldo que recibía como profesor en el Instituto Nacional, cargo que dejaba, se emplease en mantener a dos alumnos en Europa para que se prepararan como profesores de la universidad.


Su vida y su aporte al desarrollo de Chile nos debe hacer reflexionar sobre la contribución que pueden realizar los extranjeros en nuestro país, y demuestra que la intolerancia y el rechazo es el camino equivocado frente a miles de personas que, buscando mejores horizontes en Chile, dejan su esfuerzo e inteligencia en nuestra tierra.


Chile le debe su progreso, en gran parte, al aporte generoso de inmigrantes. A lo mejor, hoy se encuentran entre ellos muchos Domeykos. El legado de Ignacio Domeyko para los tiempos actuales es encontrar, entre miles de inmigrantes, a quienes nos puedan entregar sus conocimientos y sabiduría para permitirles su desarrollo y, de esta forma, engrandecer a nuestra patria, a nuestro querido Chile.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL (de pie).- Señora Presidenta, honorables colegas, excelentísimo señor embajador de Polonia en Chile, don Daniel Passent; descendientes de don 
Ignacio Domeyko, amigos que nos acompañan:


Intervengo, en representación de la bancada del Partido por la Democracia y como diputado por Atacama, para rendir homenaje en memoria de don Ignacio Domeyko, ilustre científico, académico, investigador minero y ex rector de la Universidad de Chile, en la conmemoración del bicentenario de su nacimiento.


Domeyko fue un hombre que luchó por la libertad de su país, de su querida Polonia, tierra que debió abandonar luego de ser derrotada la revolución de 1831, que pretendía un alzamiento generalizado en contra de la dominación de los zares rusos, y a la cual él se sumó con especial dedicación y compromiso, junto a muchos otros brillantes jóvenes de la época. Eran tiempos de revuelta en Europa. Por doquier aparecían intentos de avanzar en la liberalización de la sociedad estamental del siglo XIX y por superar, mediante movimientos nacionales, a los últimos imperios y Estados coloniales.


La derrota de 1831 convirtió a Ignacio Domeyko en un intelectual errante. Como muchos otros exiliados de Europa, tanto central como oriental, su primer destino natural fue Francia. Allá, en París, comenzó a dedicarse a la docencia y a la investigación mineralógica y metalúrgica. Fue en la Ciudad Luz, centro de efervescencia científica y política, donde fue contactado por Carlos Lambert, empresario minero, quien lo invitó a Chile para realizar actividades de docencia en el colegio Coquimbo, de la ciudad del mismo nombre. Allí se hizo cargo de la enseñanza de química, mineralogía y física; entusiasmó a sus noveles alumnos y a los pocos profesionales del área que tenía el país en esos tiempos y compatibilizó los estudios de ciencias básicas con las actividades en terreno.


Quiero destacar que cuando fue contactado por Carlos Lambert, Domeyko pidió que se incluyera una cláusula muy peculiar en el contrato, la que lo revela de lleno como hombre partidario de la libertad: que si había rebelión en Polonia, quedaba completamente desligado de ese contrato académico para volver a luchar a su patria.


De su estada en Coquimbo datan sus investigaciones y recorridos que hizo por prácticamente todo lo que en la actualidad es hoy la Región de Atacama -mi región- y los valles transversales del Limarí y Choapa. Acompañado de sus discípulos, recorrió más de siete mil kilómetros de nuestro territorio nacional, convirtiéndose en uno de los pocos científicos y exploradores que, en tan pocos años, fue capaz de cubrir todo el territorio nacional con sus giras científicas.


También me gustaría destacar que en el año 1845, en su viaje a La Araucanía, escribió un precioso libro, el que posteriormente fue editado en polaco, francés y alemán: “Araucanía y sus habitantes”, el cual, en su introducción, dice: “Para que la juventud chilena aprenda a valorar las raíces como pueblo y a construir su identidad”.


Creo que deberíamos reeditar el libro de Domeyko ahora que estamos discutiendo, en el Congreso, la incorporación de nuestros pueblos indígenas a la Constitución Política.


Para Domeyko no todo eran minerales, no todo era ciencia. Él era un hombre con una formación muy profunda, renacentista -como los polacos de aquella época- y sentía especial predilección por los retratos de costumbre. 


Con aguda perspicacia y profundo sentido social, nos dejó páginas memorables del siglo XIX atacameño. De Freirina decía que, a pesar de sus escasos tres mil habitantes, o quizás por esa misma exigüidad, “era limpio, hermoso, con casas regulares; no se veían gentes ricas ni pobres, porque cuando alguien se enriquece en el comercio o minería se traslada a la capital, y no es fácil empobrecer donde no hay lujo ni licenciosidad”. Por contraste, anotaba que en Copiapó, con sus 10 mil a 12 mil habitantes de la época, se podía encontrar “una mezcolanza de todas las partes del mundo. Franceses, alemanes, yanquis, inmigrantes de diversas partes de la América española, sobre todo los llamados cuyanos, forman parte de esta población, cuya mitad apenas componen los chilenos y aún éstos, al igual que los extranjeros, llegan aquí y se establecen por algún tiempo buscando fortuna, sin vincularse con el lugar”. Esta también corresponde a una reflexión profunda de lo que ha ocurrido y ocurre en nuestras tierras del norte con respecto a las riquezas de los recursos mineros. Es así como, precisamente hoy, vamos a presentar con el diputado 
Carlos Vilches un proyecto de acuerdo sobre cómo Chile es capaz de defender sus recursos naturales de la inversión extranjera.


Aunque en aquel tiempo se ganaba bien debido a la bonanza minera, él por primera vez decía: “Vi lo que significa un país y una sociedad sin agricultura, sin vecinos, sin tradiciones ni ideas heredadas que vinculasen a personas, cuyo objetivo principal y exclusivo es el de enriquecerse”. Pero se manifestó preocupado por lo que significaba la represión que contra cualquier revuelta se ejercía por parte del poder en aquellos años.

No ahorraba palabras para describir el “boom” minero de la época, debido a las minas de plata que generaron gran parte de la riqueza de Chile hacia 1840. A Chañarcillo lo describía así: “No es aldea ni pueblo, aun cuando hay aquí muchos trabajadores y habitantes de diferente condición social. Calles no hay, y cada pertenencia o mina tiene su casita para el mayordomo y algunas chozas para los mineros; una cocina y una forja constituye como una especie de hacienda subterránea. De una casita a otra conducen senderos angostos, desiguales y escarpados; ni una brizna de césped, ni una gota de agua”. Si uno recorre determinados lugares de Copiapó, como la localidad de San Fernando, se encuentra con esta realidad. Pero quiero destacar que ése era el Copiapó de Domeyko, el Copiapó que le entregaba la riqueza a Chile y donde habitaba la pobreza; el Copiapó en el cual se extraía a las minas de plata de Chañarcillo sus riquezas naturales.


Los conflictos sociales no escapaban a su agudo sentido crítico. Domeyko observaba que apenas se concretaba una protesta, ésta era vinculada de inmediato a una rebelión armada y duramente aplastada.


Con el correr de los años, su fama llegó a la capital, donde comenzó a impartir clases y promovió, incluso, la reforma de la educación superior de la época. Sus enormes méritos académicos -porque era un sabio-, su liderazgo personal y su carisma, lo condujeron primero a ser nombrado delegado universitario, encargado de dirigir la enseñanza superior y, luego, en 1867, asumió como rector de la Universidad de Chile. Quiero destacar que en 1882, cuando se realizó el primer claustro pleno que eligió a un rector 
-el primero de la Universidad de Chile- 
Ignacio Domeyko fue reelegido, cuando ya tenía 80 años de edad y más de 40 consagrados a la enseñanza.


Este Ignacio Domeyko es un retrato de un Chile distinto; de un Chile meritocrático con visión estratégica de largo plazo; de un Chile que fue capaz de atraer a científicos e intelectuales, como Bello, Claudio Gay y tantos otros que sirvieron a ésta su segunda patria, que los acogió y los premió reconociéndolos como hijos suyos mediante sendas cartas de nacionalización.


En nombre de la bancada del Partido por la Democracia, quiero expresar nuestros agradecimientos formales a la embajada de Polonia en Chile, representada por el señor Passent, la cual, con un profundo sentido de los lazos culturales bilaterales, ha generado este programa nacional de conmemoración del bicentenario del nacimiento de Ignacio Domeyko, uno de sus grandes hijos, quien, con su trabajo, su inteligencia y su afecto demostrado hacia Chile y a los chilenos, se ha hecho merecedor de este homenaje en la Cámara de Diputados.


Termino señalando que Domeyko está en la historia de Atacama, en la historia de la minería, en la historia de las ciencias y también en el espíritu de los hombres libres de Chile y del mundo.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Araya.


El señor ARAYA (de pie).- Señora Presidenta, señor embajador, honorables colegas, familia de don Ignacio Domeyko:


En nombre de la bancada Demócrata Cristiana y por especial encargo de mi colega por Atacama, diputado Jaime Mulet, queremos rendir un sincero homenaje en memoria de don Ignacio Domeyko.


Polaco de origen, y chileno nacionalizado por gracia, don Ignacio Domeyko fue un hombre admirable. Admirable por su temple, disciplina y tenacidad, sus conocimientos y capacidad de enseñar y aprender constantemente de su relación con las personas y la naturaleza.


Tuvo la virtud de ser muy eficiente, al mismo tiempo, en terreno y en la oficina; en las lucubraciones intelectuales y en las prácticas que realizó día a día. Científico cuidadoso, excelente organizador y viajero incansable, conoció los extensos y deshabitados terrenos del desierto de Atacama y de gran parte del norte chileno para estudiar su geología, sus cerros y su paisaje.


La valoración que realizó del potencial mineralógico contribuyó grandemente al aprecio del despoblado de Atacama, nombre dado en ese entonces y que, indudablemente, no denotaba la riqueza que guarda nuestro desierto.


Destacamos lo anterior, sin desmerecer los numerosos viajes que realizó por el sur de nuestro país y su estudio sociológico de los mapuches, el cual sirve de fuente privilegiada para el estudio de ese pueblo.


Para entender la importancia y trascendencia de su obra, debemos situarnos en el Chile de la primera mitad del siglo XIX. Don Ignacio llegó a nuestro país apenas 20 años después de la Independencia Nacional y cuando aún deberían pasar varios más para la fundación de la Universidad de Chile, de la que fuera su tercer rector y su gran organizador.


El Estado chileno, en plena etapa de organización y formación, no sólo en su estructura política y administrativa sino también en su génesis, fue claramente influenciado por la corriente ilustrada liberal de la época. Necesitaba del aporte de la ciencia europea para hacer un adecuado inventario de su riqueza y planificar debidamente su explotación.


Chile no es, de acuerdo con la expresión portaliana, Estado en forma, sino un Estado en proceso de formación; hasta la Nación misma, si seguimos la tesis de don Mario Góngora. 


Para organizar la enseñanza, especialmente las ciencias, el Estado chileno contrató en diversos países profesores y científicos que desearan hacer carrera en Chile, tarea en la que tuvo una suerte variable. En el caso de don Ignacio, se logró atraer a un valiosísimo científico y profesor, pero también a una gran persona que logró formar una familia chileno-polaca cuyos descendientes aún viven en nuestro país.


También es importante destacar que don Ignacio llegó a La Serena como profesor de química y mineralogía.


¿Se imaginan la visión de país, perspectiva de grandeza y desarrollo que se debe tener como gobernante para atraer científicos a las provincias?


Increíblemente, en muchas materias nuestros antepasados parecen superarnos y, al mismo tiempo, nos plantean el desafío de pensar y desarrollar Chile a lo grande, como ellos fueron capaces de hacerlo.


Para un país minero, como el nuestro, y para regiones mineras, como las que represento, es determinante la enseñanza de la minería, el estudio de la geología, de sus serranías, cordilleras y desierto. Esta tarea la inició don Ignacio, en 1838, en La Serena, a partir de la cual recorre el país hasta el límite norte. En sus viajes son especialmente destacables los estudios acerca de Chañarcillo, de la descripción de la explotación minera y de las durísimas condiciones en que trabajaban los mineros de la época.


Para la enseñanza de la minería chilena, resultan fundamentales las obras elaboradas por el profesor Domeyko, con carácter de pioneras en el país, como el Tratado de Ensayes, de 1849, y Elementos de Mineralogía, de 1945.


Trasladado a Santiago por iniciativa del ministro Antonio Varas para trabajar en la organización de la educación superior chilena, propuso separar el Instituto Nacional de la Universidad de Chile, crear cátedras especializadas e instaurar un seminario pedagógico. Estas medidas, junto a otras en las que colaboró, lograron que la universidad se convirtiera en el eje fundamental en la organización de la república, de la identidad nacional y de lo que Chile logró ser a fines del siglo XIX. Todo esto dentro de una gravitación ascendente que hoy resulta difícil imaginar.


Ésta es la universidad que don Ignacio dirigió, desde la rectoría, durante dieciséis años y la que, sin duda, representó su mejor legado. Esto ya sería suficiente por sí solo para hacerlo merecedor de éste y de muchos otros homenajes. Pero si se añade que, de acuerdo a cálculos actuales, recorrió a pie, a lomo de caballo y de mula, principalmente, la impresionante cantidad de siete mil kilómetros a través del país, por terrenos difíciles de alta cordillera, por volcanes activos, por las selvas en el sur, acercándose en barcos, nos daremos cuenta de que su recorrido por Chile fue una aventura impresionante.


Este viaje fue acompañado por minuciosas descripciones, dibujos muy detallados que debían reemplazar la fotografía y, además, por un trabajo cartográfico y topográfico de envergadura en terrenos prácticamente inexplorados del país.


Al comenzar estas palabras, mencionaba que la figura de don Ignacio era admirable y que, por cierto, lo fue. El amor a su trabajo, el empeño y dedicación para hablar un perfecto castellano, su amor a nuestra tierra, que se concretó aún más al casarse con una joven compatriota, hace que este homenaje, que no es a alguien distante e inapreciable para los chilenos, sino para un auténtico ejemplo de vida, sea no sólo justo, sino muy sincero, y que hoy 31 de julio, día en que se cumplen 200 años desde su nacimiento, estemos tan agradecidos y nos sintamos muy cerca de él, esperando que nos inspire en las tareas que acometemos y que sea un ejemplo verdadero de dedicación y trabajo por la grandeza de Chile; trabajo tanto más valioso si lo acomete alguien que no ha nacido en nuestra patria, pero que supo amarla como ninguno.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Encina.


El señor ENCINA (de pie).- Señora Presidenta, estimados colegas, señor embajador de Polonia en Chile, don Daniel Passent, y descendientes de don Ignacio Domeyko que viven en Chile:


Rindo homenaje a este ilustre hombre público de la segunda mitad del siglo XIX en nombre de la bancada del Partido Socialista y del Partido Radical Social Demócrata. Fue un destacado hombre de ciencia, profesor, investigador, explorador, humanista y rector de la Universidad de Chile, entre muchos otros méritos personales.


Nació en Niesdviadk, provincia polaca de Lituania, el 31 de julio de 1802. Sus padres, Hipólito Domeyko y Karolyn Ankuba, sin ser ricos, mantenían una modesta vida independiente en medio de las convulsiones de su patria, sometida al dominio de la Rusia zarista. Después de recibir una rudimentaria instrucción en su hogar, a los 11 años pasó al colegio para luego, en 1817, ingresar en la Universidad de Vilna, en la que alcanzó el grado de licenciado en Ciencias Físicas y Matemáticas.


En 1821, por pertenecer a grupos que pretendían proclamar la independencia 
polaca, fue enviado a la cárcel, donde tuvo por compañero al famoso poeta Adam 
Mieckiwicz. Liberado en 1823, se trasladó a la finca de un familiar. En 1830 se enroló entre los partidarios del general Chtapowski, los que, posteriormente, fueron derrotados por los rusos.


En julio de 1832, junto a otras personas, buscó asilo político en Francia. En la ciudad de París, asistió a cursos públicos superiores y completó sus estudios en la Ecole de Mines, donde fue destacado alumno del sabio Elie de Beaumont. Mientras tanto, en Chile se le encargó a don Carlos Lambert buscar un joven docente para el liceo de La Serena. Para ello, se entrevistó con el profesor 
Dufrenoy, quien, por recomendación de Beaumont, escribió a Ignacio Domeyko para ofrecerle el empleo de profesor de química y mineralogía en Chile.


Después de instalarse en Chile, dirigió la construcción de hornos de laboratorio y del edificio que lo albergaría. Su período como profesor en La Serena fue desde 1838 a 1844, y marcó el inicio de la enseñanza de la minería en Chile, la que se continuó impartiendo en el Liceo de La Serena y en la Escuela de Minas de dicha ciudad. Así, entre los veranos de 1839 y 1844 exploró en forma metódica las cordilleras y sus riquezas.


Sin embargo, su visión fue más allá. Pronto se interesó en el territorio araucano. Escribió su obra clásica “Araucanía y sus habitantes”, la cual impulsó el conocimiento de la naturaleza chilena, la historia patria y la vida social. A raíz de sus investigaciones, los paleontólogos quedaron sorprendidos por la existencia de terreno jurásico en Sudamérica. Su obra significó un invaluable aporte a nuestro país, por lo cual, con justa razón, es considerado el padre de las ciencias naturales en Chile.


Cuando pensaba regresar a Polonia, en 1847, el gobierno chileno lo retuvo, contratándolo como profesor en el Instituto Nacional y otorgándole la nacionalidad por gracia. Fue así como el profesor Domeyko consolidó su labor docente y, prontamente, en 1866, fue elegido miembro de la Facultad de Filosofía y Humanidades de la Universidad de Chile, y rector de la misma, un año más tarde. Desde ahí, logró organizar los estudios de las ciencias prácticas y la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas, orientadas a la formación de ingenieros.


En nombre de la bancada de diputados del Partido Socialista y Radical Social Demócrata quiero señalar nuestro más sincero reconocimiento a don Ignacio Domeyko por su dedicación, entrega desinteresada y sin límites al servicio del país, así como por su resuelta vocación, propia de un hombre honesto, bondadoso, inteligente y de delicado espíritu. Su nombre está inscrito entre los grandes de nuestro país, muy en especial en el ámbito universitario de Chile, en particular de La Serena, donde su legado está presente física e intelectualmente.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Escobar.


El señor ESCOBAR (de pie).- Señora Presidenta, señores diputados, señor embajador de Polonia y señores familiares de don Ignacio Domeyko:


Breves serán mis palabras en representación de la bancada de la Unión Demócrata Independiente, pero no por ello menos significativas para expresar la importancia de este hombre en nuestra historia patria.


Hablar de Polonia es hablar de un pueblo con un temple y una fortaleza impresionantes, que han quedado grabados en la historia del mundo; de un pueblo que sufrió el horror nazi, que es capaz de sacar de entre sus hijos a un Karol Wojtyla, Juan Pablo II; de un pueblo que es capaz de entregarle un hijo, como Ignacio Domeyko, a un país lejano.


Profesor y naturalista por excelencia, redescubre la importancia del desierto chileno, que tanto ha entregado a nuestro país. A través de sus enseñanzas, logró formar generaciones de educadores y dar a entender a nuestros ciudadanos que la naturaleza es importante a través de sus actores animados.

Por esto y mucho más y por lo expresado por quienes me antecedieron en el uso de la palabra, podemos decir que Chile recibió a un hombre que ha pasado a ser, para siempre, un hijo suyo.


Muchas gracias.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- De esta forma, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje a don Ignacio Domeyko en el ducentésimo aniversario de su nacimiento.


Saludamos una vez más, con mucho cariño, al señor embajador de Polonia y a la familia de don Ignacio Domeyko.


(Aplausos).

Convoco a reunión de Comités.

VI. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 70, DE 1988, LEY DE TARIFAS DE SERVICIOS SANITARIOS. Primer trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el Orden del Día, corresponde conocer el proyecto, en segundo informe, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios, con el objeto de conceder al Presidente de la República determinadas atribuciones.


Diputado informante de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones es el señor Roberto Delmastro.


Antecedentes:


-Segundo informe de la Comisión de OO.PP., boletín Nº 2430-09, sesión 17ª, en 16 de julio de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 8.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor diputado informante.


El señor DELMASTRO.- Señora Presidenta, el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones se refiere al proyecto, originado en moción de los diputados señores Patricio Cornejo, Jaime Jiménez, Pablo Lorenzini, Carlos Olivares y del entonces diputado don Luis Pareto, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de tarifas de servicios sanitarios, con el objeto de conceder al Presidente de la República las atribuciones que se indican.


Recordemos que el proyecto fue despachado por la Comisión, en su primer trámite reglamentario, el 11 de junio recién pasado, y aprobado en general por la Sala el 20 del mismo mes.


Debido a que su artículo único no ha sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, deberá ser aprobado sin votación, como lo establece el inciso segundo del artículo 131 del Reglamento.


Del mismo modo, la Comisión estimó que el artículo único no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, así como tampoco artículos suprimidos, modificados o nuevos.


Sin embargo, el diputado señor Juan 
Pablo Letelier presentó una indicación del siguiente tenor: “Previa dictación de un nuevo proceso tarifario, deberán ser consultados los organismos de consumidores con personalidad jurídica vigente en la región donde se apliquen las nuevas tarifas”.


Fue rechazada por unanimidad en la Comisión, por las siguientes razones:

1º
El proceso de fijación tarifaria es muy técnico y, por lo mismo, extremadamente complejo, de manera que los consumidores no están capacitados para comprenderlo y menos para participar en él, de manera que una norma como la propuesta terminaría distorsionando el sistema.

2º
El hecho de que las asociaciones de consumidores deban ser consultadas no impone necesariamente la obligación de esperar el resultado de esa consulta ni menos de considerar la respuesta en el proceso de fijación tarifaria, por lo que carecería de efectividad.

3º
Se recordó que en la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo se encuentra en estudio un proyecto que consulta, como norma general, la participación de las organizaciones de usuarios e incluso de los municipios en los procesos de fijaciones tarifarias de los servicios básicos, con lo que el establecimiento de una disposición para un caso especial podría ocasionar futuras contradicciones entre los distintos preceptos.

4º
En virtud de la facultad que el texto aprobado por la Comisión confiere al Presidente de la República, es perfectamente factible que él consulte a quien quiera antes de decretar la nueva tarifa, y

5º
Se señaló que la indicación no dice relación alguna con la idea matriz del proyecto, razón por la cual se desestimó su aprobación.


En síntesis, la Comisión ratificó lo obrado anteriormente y propone la aprobación del siguiente proyecto de ley:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios, en la siguiente forma:


1.- Sustitúyese el artículo 2º, inciso segundo, por el siguiente:


“La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto supremo, el que deberá llevar la firma del ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”.


2.- Incorpórase, en el artículo 10, el siguiente inciso final, nuevo:


“No obstante lo anterior, el Presidente de la República, por una sola vez, antes de la dictación del decreto a que se refiere el 
artículo 2º, inciso segundo, podrá modificar el porcentaje de variación de las tarifas determinado de conformidad con el procedimiento que establece esta ley”.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, en términos generales, este importante proyecto aborda una problemática muy trascendental para la mayoría de los ciudadanos.


Sin embargo, no puedo dejar pasar la ocasión sin hacer presente mi profundo desacuerdo con las razones que se hacen valer para rechazar la indicación del diputado señor Juan Pablo Letelier, del siguiente tenor: “Previa dictación de un nuevo proceso tarifario, deberán ser consultados los organismos de consumidores con personalidad jurídica vigente en la región donde se apliquen las nuevas tarifas”.


Más grave me parece la primera argumentación planteada para rechazarla, en el sentido de que por tratarse de un proceso de fijación tarifaria absolutamente técnico y, por lo mismo, extremadamente complejo, los consumidores no están capacitados para comprenderlo y menos para participar en él, por lo que una norma como la propuesta terminará distorsionándolo. Ese argumento me parece un total desprecio a las asociaciones de consumidores que existen desde hace mucho tiempo y que están luchando por la protección y defensa de los derechos de consumidor.


Es más, la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo hoy tratará el proyecto que establece la modificación de la legislación vigente en materia de derechos de los consumidores, a fin de que esté acorde con lo que ocurre en países modernos.


Por lo tanto, no puedo dejar pasar la oportunidad de manifestar mi rechazo a la argumentación formulada en la Comisión para oponerse a la indicación del diputado señor Juan Pablo Letelier, pues, a mi juicio, ésta era muy importante.


Incluso, en el proceso de negociación tarifaria de las empresas sanitarias hay una mesa con una pata coja, pues participan las empresas y el Estado, pero no los consumidores, quienes son los que finalmente resultan afectados con tarifas o cobros abusivos.


Si bien votaré favorablemente el proyecto, quiero destacar que situaciones como la mencionada no colaboran al fortalecimiento de las instancias sociales que existen en el país -algunas incipientes y otras más antiguas-, tendientes a defender los derechos de los consumidores.


La indicación ya no se puede reponer, pero medidas como la propuesta permiten dar más importancia a la formación de nuevas asociaciones de consumidores, las que deben tener la posibilidad de obtener recursos, ya sea de fundaciones o de otras fuentes, para estar suficientemente capacitadas, desde el punto de vista técnico, para participar en procesos como éste, el cual -como se señaló- “es extremadamente complejo”.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, coincido con el espíritu del proyecto, pero considero importante involucrar una instancia distinta de las personas que participan ahora en la fijación del proceso tarifario, facultad que se entrega al Presidente de la República. Este proceso complejo cada día reviste carácter más técnico y muchas veces no existe en él transparencia para saber cuáles son los parámetros utilizados en la información entregada. Lo señalo porque en el caso de las tarifas sanitarias es la propia empresa la que proporciona los antecedentes en base a los cuales se fijan los precios del nuevo período. Por lo tanto, es indispensable que en la fijación de tarifas, sobre todo en los procesos en los que están involucrados monopolios naturales o los servicios regulados, se establezcan con la participación de quienes son los usuarios del sistema.


Países que nos aventajan largamente en el desarrollo del sistema de mercado han establecido criterios en virtud de los cuales estas situaciones son transparentes. Por ejemplo, en Estados Unidos la información técnica se publica en los diarios, lo que permite a los consumidores que, en uso de su derecho, sus propios expertos estudien el tema. En consecuencia, dado que necesariamente no son una parte que decida en el tema tarifario, no veo por qué los usuarios del sistema no puedan participar.


Por lo expuesto, estamos en presencia de un proyecto a medias, pues si bien entrega una facultad al Presidente de la República, en definitiva no están presentes todos los actores de una materia tan compleja como la de los servicios regulados.


En la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo un representante de la organización de consumidores señaló ayer que cuando quieren conocer antecedentes, por ejemplo, sobre un tema eléctrico, sanitario o telefónico, los expertos son siempre los mismos, pues, como forman un mercado muy reducido, son contratados por el Estado o por las empresas.


En definitiva, aquí falta un actor importante: el usuario, quien -reitero-, sin necesidad de inmiscuirse en las decisiones técnicas, debe conocer la información y dar su opinión, lo que evitaría los problemas que hoy tenemos. En todo caso, las únicas empresas en el país que tienen ganancias fijadas por ley son las de servicios regulados. Por lo tanto, creo que los usuarios y los consumidores deberían estar presentes en la fijación tarifaria y conocer los antecedentes, lo que en la actualidad no ocurre, ya que, por ejemplo, en el tema telefónico los detalles se conocen sólo una vez que el decreto se publica en el Diario Oficial.


Lo expuesto corresponde a una situación poco transparente, por lo que es de esperar que en el futuro podamos legislar sobre el tema de la fijación tarifaria de los servicios regulados.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pareto.


El señor PARETO.- Señor Presidente, es de público conocimiento que la incorporación del sector privado a las empresas sanitarias constituye un proyecto viable a través del tiempo, desde el punto de vista de la prestación de servicio a la comunidad y de la rentabilidad de las empresas. Sin embargo, como todo proceso nuevo puede tener algunos problemas factibles de solucionar.


Cuando se quiere mejorar el procedimiento del marco regulatorio de las sanitarias mediante modificaciones que, de alguna manera, pueden cambiar su naturaleza propiamente tal, surgen los cuestionamientos por una y otra parte, por lo que, al final, no se logra avance alguno.


Comparto las aprensiones de los diputados señores Rossi y Encina, pero quiero llamar a la Sala a votar favorablemente el proyecto, porque, si bien no soluciona el tema de fondo, constituye un gran avance en lo que dice relación con la transparencia que debe existir en el tema de la fijación de tarifas, el cual afecta la economía de miles de chilenos, quienes muchas veces se ven impedidos de pagar las cuentas de un servicio tan elemental como el del agua potable.


El sistema se estudió in extenso desde la perspectiva de dirimir ciertas dificultades que pueden surgir a partir de la fijación de tarifas en una licitación o firma de contrato.


Quiero poner como ejemplo lo que sucedió en las empresas Emos y Esval. En el caso de Emos -hoy convertida en Empresa de Aguas Andinas, en la que el Estado tiene una participación importante- se vislumbró una serie de diferencias. El sistema actual estipula que la empresa y el Estado, en virtud del porcentaje de participación que tiene la Corfo, debe pedir informe de dos expertos. Por lo tanto, la gran decisión de dirimir las diferencias que se suscitan, que generalmente son de cientos de miles de millones de pesos, finalmente recae en una sola persona, situación que a los miembros de la Comisión nos pareció, por decir lo menos, poco transparente o que de alguna manera esa persona -por qué no decirlo- podía estar expuesta a presiones.


Por esa razón se estableció que el Presidente de la República, ya sea el actual o el futuro, en consideración al respeto de las institucionalidades republicanas de nuestro país, debería ser quien dirimiera este tipo de situaciones.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El diputado señor Víctor Pérez le solicita una interrupción.


El señor PARETO.- Con todo gusto, señor Presidente.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pérez.


El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, en virtud de lo planteado tanto por el diputado señor Pareto como por el diputado informante, sería conveniente esclarecer qué norma del proyecto se está sustituyendo.


Hay claridad en cuanto a que existe voluntad de incorporar al Presidente de la República al tema de la fijación de las tarifas, pero en la sustitución del inciso segundo del artículo 2º, que dispone el número 1 del artículo único, sería bueno que el diputado señor Pareto o el informante aclararan a la Sala cuál es la norma que se desea sustituir.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Continúa con la palabra el diputado señor Pareto.


El señor PARETO.- Señor Presidente, junto con llamar a los colegas a votar favorablemente el proyecto, quiero aclarar que cuando se habla del Presidente de la República se hace en sentido figurado, porque su Señoría comprenderá que traspasar la decisión de un experto o de un perito a otra persona, por muy importante que sea su rango 
-en este caso, el Presidente de la República, sea quien sea-, supone que se hará asesorar por un grupo de profesionales de su más absoluta confianza para dirimir la situación.

Respecto de la consulta del diputado señor Víctor Pérez, me remitiré a leer las disposiciones pertinentes del proyecto despachado por la Comisión.


El Nº 1 del artículo único, dice: “Sustitúyese el artículo 2º, inciso segundo, por el siguiente:


“La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto supremo, el que deberá llevar la firma del ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”.


En el Nº 2 se incorpora, en el artículo 10, un inciso final, nuevo.


Es decir, se modifica la facultad entregada a estos tres expertos para que decida el Presidente de la República, y no como sucede hoy y ha ocurrido en varios casos, en que, en vez de los tres expertos -porque las matemáticas no fallan-, siempre termina definiendo uno.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para clarificar, informo a la Sala que el artículo 2º de la norma vigente, dice: “La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto del ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula: “Por orden del Presidente de la República”. Ahora, esto es al revés, por cuanto lo efectúa el Presidente. Eso es lo que se cambia.


En segundo lugar, este proyecto de ley no ha sido objeto de indicaciones, por lo que ni siquiera se vota. Se puede hablar sobre él, pero está aprobado reglamentariamente. Así lo dispone el artículo 131 del Reglamento.


Existe la posibilidad de que la indicación rechazada sea renovada por dos Comités, pero el proyecto ya está aprobado. 


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Pido la palabra.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, si lo que se afirma es verdad, correspondería pronunciarnos sobre la indicación y después votar. ¿Para qué vamos a perder tiempo cuando podríamos avanzar en otros proyectos?


El señor SALAS (Vicepresidente).- La indicación no ha sido renovada. Por lo tanto, corresponde pedir la anuencia de la Sala para terminar la discusión y dar por aprobado el proyecto, originado en una moción.


¿Habría acuerdo?


Aprobado.


OBLIGATORIEDAD DE INSTALAR SALAS CUNA EN ESTABLECIMIENTOS INDUSTRIALES Y OTROS. Segundo trámite constitucional. (Continuación).


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde iniciar la discusión del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción, que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo, para disponer la obligatoriedad de instalar salas cuna en establecimientos industriales y de servicios.


La diputada informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, señora 
Ximena Vidal, ya informó el proyecto.


Tiene la palabra su Señoría.


La señora VIDAL.- Señor Presidente, como su Señoría lo ha señalado, ya informé el proyecto de ley que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo. Agradezco a mis colegas de Comisión la designación de diputada informante.


En esta oportunidad, quiero participar en el debate y reconocer la moción del ex senador Bitar como una preocupación fundamental sobre el cuidado infantil que deben recibir los hijos e hijas de las mujeres trabajadoras de nuestro país.


Este proyecto de ley no sólo beneficiará a las madres que trabajan y producen bienes para sus familias y el país, sino que también a los niños y niñas al procurarles un adecuado cuidado para su crecimiento integral, al permitir que los acompañen en su más tierna edad personal capacitado que les entregará cariño, herramientas de aprendizaje; además, los iniciará en el proceso de socialización y, por supuesto, les enseñará a jugar, elemento fundamental para llegar a ser mejores personas, más creativas y más felices.


Quiero poner el acento en que, en el mediano plazo, este proyecto de ley beneficiará también a los empleadores, porque podrán contar con trabajadoras más calificadas, con más dedicación y mayor entrega de energía en el aumento de la producción necesaria para el desarrollo y crecimiento del país, las que podrán laborar tranquilas, porque sus hijos estarán bien atendidos.


Este tema corresponde a la responsabilidad social y no a la particular.


Por eso pido encarecidamente a mis colegas que, con mucha fuerza, apoyemos esta moción, porque la materia que aborda es de responsabilidad de todos.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodolfo 
Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, como bien informó la diputada señora 
Ximena Vidal en su oportunidad, lamentablemente las indicaciones que presentamos fueron rechazadas en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social. Digo lamentablemente porque hace poco rato conversaba con un señor diputado sobre una indicación que formulé para bajar de veinte a diez el número de trabajadoras que obliga a las empresas a tener salas cuna, la cual fue declarada inadmisible. No entiendo las razones. Me llama la atención que en la primera discusión del proyecto en la Comisión, con el mismo presidente y los mismos señores diputados, la indicación fuera declarada admisible; pero se sometió a segunda discusión y entonces fue declarada inadmisible.


En estos momentos el presidente de la Comisión no se encuentra presente, pero me habría gustado saber las razones de esa determinación.


Si bien es cierto que el proyecto del ahora ex senador Bitar es interesante y ya aprobamos agregar las palabras “industriales” y “servicios” para que esos establecimientos también tengan salas cuna cuando así lo exija la ley, lo que planteaba y que fue respaldado mayoritariamente en la Sala en la primera discusión del proyecto es que la inmensa mayoría de las medianas empresas del país, a raíz de que la actual normativa establece que deben tener salas cuna las que ocupan veinte trabajadoras, contratan 19 o menos, obviamente para no tener esa obligación.


Presenté la indicación que rebaja de veinte a diez el número de trabajadoras para que todas las empresas medianas tengan salas cuna y los hijos de ellas puedan permanecer allí hasta que cumplan dos años. Éste era el único punto adicional al proyecto original.


No encuentro razón para rechazar mi proposición, puesto que ella no significará mayor gasto público. Todos sabemos que no podemos presentar indicaciones que lo generen.


Me impresionó que en menos de un mes la Comisión haya tomado esa determinación, porque seguramente no nos habríamos demorado más de un par de semanas en aprobar el proyecto, y no habría sido necesario discutirlo durante dos meses más.


No me gusta lo que ocurrió. Pese a ello, voy a dar mi aprobación a lo poco y nada que quedó del proyecto, sin dejar de expresar que ésta era la ocasión propicia para dar certeza a las trabajadoras de que sus hijos menores de dos años estarán más cerca de ellas, en las salas cuna.


Nos habría gustado que la Comisión de Trabajo declarara admisible la indicación para discutirla en la Sala y así evitar que se privara a muchas trabajadoras de la oportunidad de tener salas cuna para sus hijos.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señores diputados, voy a clarificar la situación.


Estamos en la discusión general del proyecto. En la sesión en que comenzó a debatirse, quedaron varios diputados inscritos para intervenir.


El señor Seguel formuló una indicación y es perfectamente posible que otros señores diputados presenten otras ahora. Si no queremos dilatar el despacho del proyecto, podemos tratar de inmediato la indicación y votar la iniciativa en general y en particular; de lo contrario, se aprobará el proyecto en general y volverá a Comisión para que discuta y se pronuncie sobre la indicación.


Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señor Presidente, deseo hacer reserva de constitucionalidad respecto del proyecto.


El artículo 62 de la Carta Fundamental es bastante claro cuando se refiere a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. La parte final de su Nº 4 dice que entre éstas están todas las que tengan relación con “fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes;”.


Es evidente que el proyecto concede un beneficio que deberían financiar los empleadores privados.


Sin duda, la materia que aborda el proyecto es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República; no sólo se trata de remuneraciones sino de “demás beneficios económicos” que deben entregarse a los trabajadores.


Pese a que hicimos valer estos argumentos en la Comisión, no fueron atendidos; por ello, hago esta reserva de constitucionalidad, pues, a mi juicio, la Constitución es taxativa y enfática al señalar que la materia sobre la que versa el proyecto es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


Respecto del fondo de esta iniciativa, debo decir que comparto algunos de los argumentos esgrimidos. El Gobierno dijo que su aprobación tendería a racionalizar y a ahorrar en los costos en que deben incurrir las empresas con más de veinte trabajadoras.


Eso no es efectivo. Es más, la iniciativa apunta precisamente en el sentido contrario, porque las pequeñas empresas que no tienen más de veinte trabajadoras, igual se verán obligadas a efectuar inversiones para instalar la sala cuna. No me molesta que se resguarde ese derecho de las trabajadoras chilenas, pero debe hacerse -ése es el llamado que hicimos en la Comisión y que reiteramos ahora- en forma inteligente, porque muchas madres claman, más que por un derecho en el papel, para que se les reconozca su realidad. Gran cantidad de ellas, en vez de llevar a sus hijos a la sala cuna de la empresa u otra ubicada lejos de su lugar de trabajo o cerca de su casa, preferirían tener la posibilidad de seguir trabajando y que sus hijos quedaran al cuidado de sus parientes o vecinos, y no perder el beneficio por hacerlo de esa forma, como ocurre en la actualidad. Si una madre quiere hacer uso de ese beneficio, está obligada a llevar a su hijo a una sala cuna, la que muchas veces queda lejos de la empresa, no le garantiza la atención, poder amamantarlo y, quizás, tampoco confíe en el cuidado que se le dé a su hijo.


Entonces, reconozcamos la libertad de la madre en ese sentido. La iniciativa del Gobierno debería garantizar en forma mucho más genérica el beneficio y, a su vez, más flexible, para que la madre decida cómo usarlo.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, hace tres jueves nos quedamos con el eco del planteamiento de las diputadas señoras Ximena Vidal, Isabel Allende y María 
Angélica Cristi respecto del proyecto.


Lo que más me llamó la atención fue el llamado de la diputada señora Isabel Allende a la solidaridad de los empresarios.


Plantear un proyecto basado en la solidaridad de los demás no me parece correcto. Ser solidario con lo ajeno es muy fácil; lo difícil y loable es ser solidario con lo propio. No podemos pretender una solidaridad por decreto o por ley; eso tampoco me parece correcto.


Los empresarios chilenos, ya sea que sus empresas sean pequeñas, medianas o grandes, desde el más modesto hasta el más grande, son tremendamente solidarios cuando la situación lo amerita, como también deben ser muy eficientes a la hora de competir con mercados globalizados. Si así no lo hacen, terminan cerrando sus empresas. Así ha ocurrido, incluso en los últimos días, con las empresas del calzado.


La situación planteada me trae a la memoria a una pequeña empresaria agrícola de la comuna de Coltauco, en la Sexta Región. Año a año contrataba a seis matrimonios para un determinado trabajo temporal; concluida la cosecha, siempre los finiquitaba con gran armonía, hasta que apareció el infaltable inspector del trabajo, quien revisó todo lo que pudo, y, al no encontrar nada anómalo, finalmente preguntó por los baños. La empresaria le mostró el baño, el calefón, la ducha, etcétera, lo que no fue de la satisfacción del mencionado inspector, quien exigió dos baños para la próxima temporada. No es difícil suponer lo que pasó: se contrataron doce hombres.


He traído a colación esto porque la experiencia indica que mientras más rígidas son las normas laborales, van más en desmedro de los trabajadores, en este caso especial, de las mujeres trabajadoras.


¿Alguien ha pensado en el costo que tiene una sala cuna? Debe ser atendida por un profesional y asistida por una o varias auxiliares; debe tener buenas instalaciones, calefacción, agua caliente y cocina. Pero ¿qué pasaría si por razones muy naturales a la sala cuna de una empresa con cuarenta mujeres sólo concurrieran dos niños? ¿Se imaginan el costo? La lógica indica que estos servicios tienen que externalizarse, como ocurre en la actualidad.


En cuanto a la loable iniciativa del diputado señor Seguel, en orden a bajar de veinte a diez mujeres la exigencia para contratar dichos servicios, significaría encarecer mucho los costos de una pequeña empresa; en la práctica, perjudicaría más a la mujer.


Admiro y quiero mucho a la mujer chilena, pero el proyecto no hace otra cosa que perjudicarla y alejarla una vez más del campo laboral.


Por lo tanto, votaré en contra de esta iniciativa.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, sin duda, en Chile poco a poco se han ido dictando leyes en favor de la maternidad. Un ejemplo es la normativa sobre protección a la maternidad, el decreto ley Nº 442, que data de 1925.


Sin embargo, la semana pasada, durante la discusión del proyecto surgieron interrogantes. En esta sociedad moderna, más desarrollada, en la cual todo se mide, todo se cuantifica y en la que la eficiencia es el norte y la rentabilidad el fin, ¿qué pasa con la maternidad? ¿Es un costo para la mujer? ¿Altera el producto interno bruto del país? ¿Altera la rentabilidad de las empresas? ¿Son más ineficientes las trabajadoras cuando son madres? 


Las respuestas están dadas. Hoy la mujer tarda más en constituir una fami-
lia, tiene menos hijos y los índices de aborto no disminuyen. Las mujeres nos hemos ido incorporando a los beneficios económicos directos que nos da el mundo del trabajo.


El proyecto no sólo protege la maternidad, sino también la paternidad. En efecto, el padre trabaja tranquilo cuando su hijo o hija está bien cuidado en una sala cuna o cuando la madre lo puede amamantar, porque hoy ése es un derecho.


El proyecto sólo beneficia a las mujeres de empresas con más de veinte trabajadoras. Me preocupa que estemos legislando sólo para el 30 por ciento de las mujeres; las demás, sobre todo las más pobres, quedan fuera de este beneficio.


Por eso, a pesar de la discusión habida en la Comisión, apoyo la indicación presentada por el diputado señor Seguel, a fin de disminuir el número de mujeres trabajadoras para que la empresa tenga sala cuna.


Invito a los señores diputados de la UDI y de RN a hacer un gesto por las mujeres de nuestro país, con el objeto de que esta iniciativa sea de protección a la maternidad, a la paternidad y a la familia chilena.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, la colega que me precedió en el uso de la palabra fue bastante clara al dar a conocer parte de la historia chilena de la protección de los derechos de las mujeres que trabajan y cómo se garantiza su acceso a ellos.


A principios de siglo se dio esta garantía a las obreras; posteriormente y hasta hoy, a las empleadas, ya que nuestra legislación contempla el derecho a sala cuna para los hijos de trabajadoras formales, es decir, de empresas que tengan veinte o más mujeres. Además, les dan el tiempo necesario para amamantar y nutrir a su hija o hijo.


Sin embargo, en la práctica, el beneficio sólo alcanza -como muy bien lo señaló la diputada señora Alejandra Sepúlveda- al 30 por ciento de las trabajadoras, que además son madres. Hay que recordar que 551.573 mujeres, o sea, más de medio millón, el 38 por ciento, se declaran ocupadas, pero sin contrato, es decir, trabajo informal; por lo tanto, no tienen acceso al beneficio. Además, en el año 2000, el 70 por ciento de las mujeres más pobres trabajaban en empresas de menos de diez trabajadoras. 


Por tanto, obviamente, anticipo mi asentimiento, con mucha fuerza, para renovar la indicación del diputado señor Seguel, porque en el fondo estamos estableciendo una nueva discriminación entre las mujeres que tienen la suerte de trabajar en empresas de más de veinte trabajadoras y las que se desempeñan en aquellas con un número inferior de mujeres ocupadas.


Me llama la atención que el diputado señor Monckeberg -lo digo con mucho respeto- habitualmente se centre en temas anexos y no en los de fondo. Estamos analizando si somos capaces de facilitar el acceso de la mujer, madre y trabajadora, a puestos laborales; o sea, hablamos de la igualdad entre hombre y mujer en nuestra sociedad, de cómo Chile se transforma en un país más moderno. Ése es el tema de fondo, el resto me parece absolutamente secundario.


Me gustaría saber qué pasa con las empresas medianas y grandes -no las que aquí se han mencionado ni las microempresas-, ya que el 51 por ciento de ellas declara contratar menos de veinte trabajadoras.


Si bien el proyecto es importante y un avance en materia de derechos para la mujer trabajadora, es urgente incorporar al proyecto el contenido de la indicación del diputado señor Seguel a fin de beneficiar 
a la inmensa mayoría de mujeres que trabaja. Además, es una señal potente de que Chile y el Congreso Nacional están por incorporar cada vez más mujeres al ámbito laboral.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, esta discusión me parece absolutamente emocional y, a mi juicio, no es la forma de llevar adelante la tramitación de un proyecto de ley. Sin embargo, quiero poner sobre la mesa algunos datos reales.


Como mujer y como madre, en un distrito donde hay muchas madres solteras y familias monoparentales -al igual que en otros-, obviamente lo principal es proteger a las mujeres, a las madres y a sus hijos. Sin embargo, tal como está diseñado el proyecto, en lugar de protegerlas, las deja en una situación de desamparo que será muy difícil de revertir una vez que se despache el proyecto.


En primer lugar, sí hay discriminaciones culturales en contra de la mujer, aun cuando por lo dispuesto en la ley y en la Constitución tendrían que ir desapareciendo. Creo que la única discriminación legislativa que va quedando es justamente la relacionada con las salas cuna. ¿Por qué? Se dice que cuando en una empresa hay veinte o más mujeres, ésta debe tener sala cuna o pagar un servicio externo para ello. ¿Qué sucede en la realidad? Que no se contrata a la vigésima mujer, sino sólo a diecinueve. Además, sus remuneraciones son inferiores. Todos sabemos que aunque tengan capacitación o sean tan profesionales como los hombres, sus sueldos son inferiores. La extrema rigidez del sistema, como se ha dicho, en todo lo que se refiere a la protección de la maternidad lleva, justamente, a que el empleador estime que resulta más caro contratar a las mujeres.


En definitiva, en lugar de una pequeña modificación a un artículo del Código del Trabajo -me gustaría que los diputados 
Salaberry y Seguel, que forman parte de la Comisión de Trabajo me escucharan- lo que hay que hacer es pensar en un nuevo diseño de protección de la mujer y el niño en lo referente a las salas cuna.


¿Por qué sólo las mujeres tienen la carga de las salas cuna? ¿Acaso quedamos embarazadas del espíritu santo y no del hombre que tenemos a nuestro lado? La carga de los hijos debe ser compartida por ambos, hombres y mujeres, trabajadoras y trabajadores, solteras y casadas.


Señor Presidente, por su intermedio le concedo una interrupción a la diputada señora Saa.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señora diputada.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Concuerdo absolutamente con la diputada señora Guzmán. Por lo tanto, presentemos una indicación que diga que sean veinte trabajadores, hombres y mujeres, y ahí solucionamos el problema de inmediato.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Creo que avanzamos.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ruego a las señoras diputadas evitar los diálogos y dirigirse a la Mesa.


Recupera el uso de la palabra la señora Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Gracias, señor Presidente.


Lo que señala la diputada señora Saa podría ser un avance, pero también me gustaría que estuviera de acuerdo en lo que propongo, que es un diseño diferente: que trabajadoras, trabajadores y, eventualmente, los empleadores -habría que estudiarlo con ellos- aporten una cantidad determinada para crear un fondo tipo AFP, de manera que cuando la madre tenga a su hijo y deba volver al trabajo reciba una asignación de libre disposición que pueda utilizar sea para pagar la sala cuna, a una persona que le cuide a su hijo en la casa, a una guardadora o para quedarse ella en la casa. Es decir, que la asignación le sirva como un sobresueldo por el cuidado que dará en ese momento a su hijo. Así, la sociedad estaría respondiendo a lo que la madre y el hijo piden. Personalmente, prefiero esta última opción, pues mientras más tiempo la madre pueda amamantar y permanecer al lado de su hijo, es mejor. El gran problema que presentan las salas cuna es que, a veces, están ubicadas muy lejos del lugar de trabajo de la madre. 


Debe existir una mirada diferente respecto del tema, no quedarnos encajonados en lo que hoy existe o introducir pequeñas modificaciones que sólo rigidizan aún más el sistema. Abramos la mente, tengamos la capacidad de mirar a más largo plazo y de pensar que, quizás, las madres quieran tener otras opciones diferentes de las salas cuna.


Ésa es mi posición. Por lo tanto, si el proyecto se mantiene tal como se presentó, lo votaré en contra.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, hace algunos días, un jueves en la mañana, discutimos este proyecto y muchos de nosotros celebramos la iniciativa del senador Bitar, pues es importante establecer la obligatoriedad de las salas cuna en establecimientos industriales y de servicios que se indica. 


Hemos escuchado intervenciones interesantes, en el sentido de que se trata de ayudar a flexibilizar para que, incluso pequeñas empresas, industrias o comercio ubicados en una misma área geográfica, puedan unirse para minimizar el costo que significa este beneficio.


Señor Presidente, por su intermedio quiero decir al colega Bauer que está profundamente equivocado: las leyes no son solidarias. Distinto es el espíritu con el cual el legislador acoge un proyecto, el espíritu con que un gobierno envía a trámite una iniciativa.


Señalé algo que también, con toda razón, recogió la diputada señora Sepúlveda: hace años que las mujeres venimos luchando en contra de una serie de discriminaciones de las que hemos sido objeto. Pero hay un tema esencial: la maternidad se le ha hecho pagar a la mujer. Es hora de que esta sociedad tome en cuenta que la maternidad no es responsabilidad única y exclusiva de las mujeres.


Espero que el diputado señor Bauer reflexione. ¿Cuánto tiempo estuvimos analizando -menos mal que reparamos otras de las injusticias que se han cometido- una legislación para que las estudiantes embarazadas no fueran expulsadas de las escuelas y se les permitiera seguir estudiando? Lo curioso es que siempre se habló de las estudiantes embarazadas, con una discriminación hacia la muchacha, porque el joven, que también tuvo participación, pues tal como lo señaló la diputada señora Pía Guzmán ese embarazo no provino de la nada, no sufrió sanción ni discriminación alguna.


¿Por qué las isapres cobran trescientos por ciento más a las mujeres en sus planes de salud y las consideran como “de riesgo”? En esta sociedad miramos la maternidad como un riesgo, por los costos que significa para la industria o el comercio.


Por otra parte, he quedado perpleja con el ejemplo que nos acaba de dar el diputado Bauer, ya que en el lugar trabajaban igual número de hombres y mujeres, por lo que correspondía que hubiese dos baños y no uno. Aquí se trata de no restringir ni buscarle la quinta pata al gato. Ésa es la gran equivocación. 


Las leyes no son solidarias, pero queremos una sociedad justa, lo cual significa asumir que la maternidad es responsabilidad del conjunto de la sociedad. No nos gusta la discriminación en las isapres, no nos gusta la discriminación en contra de las mujeres que reciben un sueldo inferior al de los hombres, no nos gusta tener que seguir luchando para que se cumpla la normativa sobre salas cuna.


Lamento que estos temas se sigan mirando con criterios economicistas que uno no comprende. El propio colega señor Accorsi nos señaló, con múltiples argumentos, los beneficios que estas medidas tienen para las familias, no sólo para el recién nacido. Si en Chile las licencias maternales duraran seis meses -en otros países se extienden hasta por un año, porque el mayor riesgo de un infante está en su primer año de vida- daríamos un gran paso. ¿Qué quiero decir con esto? Que si legisladores, sociedad, empresas, instituciones y demás actores involucrados no atendiéramos exclusivamente criterios economicistas y aprendiéramos a mirar de otra manera los valores y los múltiples beneficios que significa la relación madre-hijo para la familia, para los hijos y para la sociedad, daríamos un gran paso y, además, evitaríamos la presentación de licencias por enfermedades inexistentes y muchas otras situaciones que todos conocemos.


Hago presente al colega Bauer la profunda equivocación de sus argumentos. No se trata de que las leyes sean solidarias, sino el espíritu del legislador. Nuestro llamado apunta a una responsabilidad colectiva. Como mujeres, queremos que, de una vez por todas, se entienda que estos problemas no nos atañen en forma exclusiva, sino que conciernen al conjunto de la sociedad, por lo que esperamos la participación activa de todos los sectores.


Reitero lo que señalé en su oportunidad. Sería deseable acoger la indicación y establecer en “diez” el número de trabajadoras para instalar una sala cuna. Las estadísticas demuestran que en muchos lugares se ocupa un número inferior de trabajadoras, razón por la cual no se puede cumplir con esa normativa. Entonces, hay dos caminos: reducir de veinte a diez la cantidad de trabajadoras para obtener el beneficio, o hablar de “trabajadores”, por cuanto así se entiende que con ello se beneficia al conjunto de la familia.


Cuando escucho este tipo de debates, me llama la atención la curiosa manera de reflexionar de algunos colegas de la Oposición, lo cual también se puede apreciar en los informes, pues siempre ven los costos. Hace algún tiempo estudiamos temas relacionados con las reformas laborales y se escucharon los mismos comentarios. Si se cumplieran las leyes, no existirían perjuicios. Si el espíritu fuera cumplir las leyes, respetar los derechos de trabajadores y trabajadoras, no habría fiscalizadores ni necesidad de contar con un mayor número de tribunales laborales. El punto no radica en tal o cual derecho de los trabajadores, sino en el cumplimiento de las leyes laborales. Si se respetara ese aspecto, no discutiríamos sobre la insuficiencia de inspectores fiscales y de tribunales laborales. Ése no es el argumento que deseamos exponer esta mañana, sino ver la manera de aumentar, a través de la modificación del artículo 203 del Código del Trabajo, el número de salas cuna en establecimientos industriales y de servicios que ocupen veinte o más mujeres. Se ha señalado hasta la saciedad que estamos hablando de mujeres trabajadoras -todos los diputados lo saben-, muchas de las cuales son jefas de hogar que deben cumplir solas la tarea de criar los hijos y de atender su hogar.


¿Qué estamos pidiendo? Que seamos capaces de legislar para entregar un instrumento que permita al conjunto de la sociedad avanzar hacia la no discriminación y asumir con responsabilidad y de una vez por todas que paternidad y maternidad son funciones que nos corresponden a todos, no exclusivamente a las mujeres. Incluso, las mujeres son tratadas como factor de riesgo por las isapres. Ellas no son deseables, a menos que les aumenten los costos de sus programas de salud. Las mujeres “costamos” más. Ése es el lenguaje. Me gustaría que en la Cámara no se usaran esos términos para referirse a ellas.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Longueira.


El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero precisar el efecto de la moción en debate. Muchas veces, en esta Corporación nos desviamos profundamente del objetivo de los proyectos y planteamos temas que no tienen nada que ver con el fondo o su idea matriz.


El proyecto es muy simple y busca que los centros industriales y de servicios administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica cumplan con los requisitos que se aplican, por ejemplo, a los centros comerciales. Se trata de una norma justa. Si existen dichos centros, es justo que las mujeres trabajadoras tengan acceso al beneficio de la sala cuna. En cuanto al sector servicios, si en un edificio se prestan servicios odontológicos o médicos y en forma individual todas esas razones sociales no ocupan veinte mujeres, pero sí en conjunto, es justo que se solicite una sala cuna. Ésa es la idea central de la iniciativa y no veo razón alguna para oponerse. Se trata de un paso importante, pues se incorpora a pequeñas empresas e industrias que cuentan con menos de veinte trabajadoras.


Quiero ser muy franco al señalar que bajar de veinte a diez el número de trabajadoras que exige la norma para acceder al beneficio de la sala cuna perjudica a las mujeres. La pequeña y mediana empresa no puede sostener ese costo, lo que significa que no contratará mujeres. Incorporar centros industriales y de servicios permite que las pequeñas y medianas empresas que no pueden prestar en forma individual el servicio de sala cuna, lo hagan si están administradas bajo una misma razón social.


Todos buscamos el mismo objetivo: que no exista ninguna discriminación laboral en contra de la mujer. Iniciativas como ésta permiten que centros que prestan distintos servicios, comerciales o industriales, puedan hacerlo. En el caso del distrito que represento, si la ciudad empresarial de Huechuraba estuviera administrada en su conjunto bajo una misma razón social podría entregar ese beneficio, lo que no ocurre si las pequeñas empresas u oficinas de profesionales que allí se encuentran actúan en forma individual.


Si quisiéramos quedar bien con la opinión pública tendríamos que actuar en forma populista y apoyar la indicación que busca disminuir el número de trabajadoras de veinte a diez para obtener salas cuna. Sin embargo, eso tiene un efecto que perjudica. Perdónenme que lo diga, pero me parece muy serio que la Comisión haya votado en contra esta materia. Así como creo que es justo aprobar la iniciativa, la indicación perjudica a la mujer chilena. La medida de bajar de veinte a diez el número de trabajadoras para dichos fines afecta a muchas pequeñas y medianas empresas, sector que genera el 80 por ciento del empleo en el país. La informalidad en los contratos que suscriben las mujeres muchas veces tiene su origen en que las pequeñas y medianas empresas no son capaces de resistir este tipo de costos. Por lo tanto, prefieren siempre a un trabajador hombre, porque no tiene ese costo; caen en la informalidad o no pagan la previsión; o sea, el efecto es perjudicial.


Por eso, con mucha franqueza, me opongo a la indicación que baja de veinte a diez el número de trabajadoras para obtener sala cuna. Puede que la decisión no sea popular, pero no queremos hacer demagogia. 


Una actitud seria de esta Cámara es mantener en veinte el número de trabajadoras, pero también es serio decir que estamos perfeccionando una norma que estableció que los centros comerciales que se administran bajo una misma razón social deben contar con salas cuna. Ahora, la mujer que trabaja en un mall tiene acceso a sala cuna.


Entonces, ¿por qué no incorporar a los centros industriales? No sé qué razón hay para excluirlos de una norma que ya se aplica en los centros comerciales. Si una administración global permite que mucha gente acceda al beneficio, creo que aquí estamos “rompiendo” inteligentemente el límite de veinte trabajadoras. ¿Dónde? Donde se puede. ¿Dónde se puede? Donde están administrados bajo una misma razón social.


La discusión se ha desviado a cosas que no están en la idea matriz del proyecto, la cual muy simple, justa y beneficia a la mujer trabajadora. Se puede llevar a cabo sin que ello signifique mayores despidos ni se perjudique a la mujer. Muy por el contrario, si los centros están administrados bajo una misma razón social, el que presten un servicio a la mujer trabajadora constituye un paso importante.


Por eso, los diputados de la UDI votaremos a favor la iniciativa en estudio.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Quiero aclarar a la Sala que, debido al homenaje, el Orden del Día termina a las 13 horas.


Como hay diez señores diputados inscritos, les ruego ser breves en sus discursos, a fin de que todos puedan intervenir.


Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, nos interesa intervenir en estos temas, porque hay muchos equívocos, aproximaciones, y se dicen cosas que después no se recogen ni de las cuales nadie se hace responsable.


Por ejemplo, cuando se habla con gran escándalo de que la tasa de natalidad bajó en Chile, el señor Gonzalo Vial, en el diario “La Segunda”, dice que las feministas son las culpables. ¡Por favor! ¡Si en este país está penalizada la maternidad! Entonces, eso produce gran rebeldía cuando los defensores de los que están por nacer, de los niños, de la sagrada familia, esgrimen argumentos como los de los diputados Nicolás Monckeberg y Felipe Salaberry, en el sentido de que no podemos aprobar esto, porque las mujeres serán discriminadas, porque los empresarios se les irán en contra.


¿Quiénes son los empresarios? ¿Ellos no tienen hijos o sólo les importan los números? No creo ni quiero que sean así los empresarios.


Cada vez que se habla de la posibilidad de que los empresarios, a quienes respeto mucho, puedan hacer un reconocimiento de tipo humanitario, real, porque en el costo del trabajo debe estar involucrada la dignidad de la persona humana, al final siempre se dice que no hagamos esto o lo otro, porque los empresarios discriminarán.


Recuerdo que cuando discutimos un proyecto muy interesante relacionado con las discriminaciones por edad, por sexo y por apariencia física se dijo que no podíamos establecer esas exigencias porque los señores empresarios iban a discriminar y todos serían afectados. 


La actitud de la Derecha, con el argumento de que los empresarios discriminarán, impide avanzar en temas sustanciales, que tienen que ver no con el “cosismo” de los intereses de la gente, sino con la vida misma, con lo cotidiano, real y concreto de la familia. Todos los defensores de la familia dicen que los empresarios discriminarán. Por lo tanto, no defendemos a la familia. 


Me alegro mucho del paso que dará la UDI al votar a favor la iniciativa. Hemos conversado y profundizado estos temas en mis ocho años de parlamentaria, pues resulta absurdo que los negocios administrados bajo una misma razón social y que ocupan 19 trabajadoras no puedan tener sala cuna.


Me alegro de que la ciudad empresarial tenga sala cuna, aun cuando, por desgracia, se trata de gente que no vive en Huechuraba, sino que trabaja en la comuna.


Aquí estamos hablando de los derechos de los niños -no de las mujeres ni de los hombres- a ser bien cuidados en salas cuna.


El doctor Accorsi, quien defiende esta postura, dice que los niños tienen derecho a ser amamantados seis meses. ¡Pero si es cierto! ¡No es el derecho de las mujeres ni el de los hombres, sino de los niños y niñas!


Todos los defensores de los que están por nacer debieran defender también los derechos de los niños nacidos. Los que están por nacer son un proyecto, pero los nacidos son seres humanos concretos.


Pongámonos de acuerdo y analicemos la iniciativa del doctor Accorsi, que propone un posnatal de seis meses para que la madre pueda amamantar a su hijo. Como el aspecto económico es tan importante, eso garantizará que el niño será sano y, por lo tanto, los costos de las enfermedades serán paliados por este amamantamiento de seis meses. Pero hablemos en serio, no caricaturicemos. 


Defendamos a los niños antes y después de nacer, no sólo antes. Pongámonos de acuerdo en estas cosas; avancemos. Si se permite a los niños amamantar durante seis meses, se reducen los costos de pagar salas cuna durante ese lapso. Además, todos los niños deben tener acceso a ellas, no sólo los de los lugares donde trabajan más de veinte mujeres. 


Aumentemos los fondos de la Junji, de los servicios públicos; pensemos en un sistema de salas cuna distinto -recojo lo indicado por la diputada señora Pía Guzmán-, pero no sólo con recursos de los trabajadores, sino también de los empresarios y del Estado.


Hubo una comisión que estudió el tema, pero al final el dinero lo ponían los trabajadores, como lo hacen en el tema previsional. En otros países no pueden creer que aquí aporten sólo los trabajadores y no haya una parte solidaria del empresario para la pensión de jubilación. 


Entonces, conversemos en serio. Cuando decimos que nos importan los niños, que nos importen de verdad, y busquemos las medidas para protegerlos, sin escudarnos en el argumento de que los empresarios despedirán a las mujeres. No demos esos argumentos; luchemos en conjunto y demostremos que también nos importan los niños después de nacer. 


No hagamos escándalos por la tasa de natalidad, porque las mujeres somos bastante concretas y muchas se niegan a tener hijos en un país que penaliza la maternidad, la cual no es una obligación de las mujeres. Se puede elegir entre ser madre y no serlo.


Votemos a favor esta iniciativa, pero pongámonos serios, y si defendemos la familia y a los niños antes de nacer, defendámoslos también después de nacer; defendamos al padre y a la madre; constituyamos una comisión en la Cámara para solucionar el tema de las salas cuna, no sólo para las empresas que ocupan más de 20 trabajadoras, sino para todos los niños, porque, como dijo la diputada señora Pía Guzmán, ellos son de responsabilidad del padre y de la madre.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Zarko Luksic. 


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, la intervención de la diputada señora Saa ha sido bastante explícita y clara. 


Con el proyecto en estudio queremos dar una señal en favor de la familia. No sólo estamos hablando de la protección de los niños o de la madre trabajadora, sino que queremos hacernos cargo de lo que señala el artículo 1º de la Constitución Política: “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad”.


“El Estado está al servicio de la persona humana...”. 


“Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta,...”. Por consiguiente, al votar a favor del proyecto estamos resguardando y haciendo aplicable lo que establece el 
artículo 1º del Capítulo I, Bases de la Institucionalidad, de la Carta Fundamental.


Frente a tasas de natalidad realmente inquietantes -1,2 por ciento a nivel nacional-, como congresales y representantes de nuestros electores debemos preocuparnos respecto de lo que está pasando en nuestra patria.


En efecto, iniciativas de esta naturaleza resguardan y protegen el aumento de la natalidad en Chile. Hoy es muy difícil tener hijos. Educar a nuestros niños representa un enorme obstáculo porque las matrículas son caras, hay problemas de salud y, además, no existen suficientes salas cuna. Por ejemplo, Pudahuel sur tiene más de 100 mil habitantes y sólo cuenta con dos. Hemos hecho encuestas para saber cuáles son las prioridades de ese sector, y la respuesta mayoritaria de mujeres y padres es que existan más salas cuna.


Muchas veces “se hacen gárgaras” con el cristianismo y el catolicismo. Nos preocupamos de que en Chile no prospere una ley de divorcio, pero cuando se trata de defender a la familia, callamos, ponemos obstáculos, señalamos que hay problemas constitucionales y de desarrollo económico.


Quiero hacer un llamado a que exista cierta consecuencia. En sus encíclicas 
Familiaris consortio y Laborem exercens, el Papa Juan Pablo II ha tratado de fortalecer a la familia y de crear condiciones para que la madre pueda trabajar y para que los niños puedan desarrollarse desde el punto de vista material y espiritual. A eso propende el bien común.


Me alegra la posición del señor Longueira, y me gustaría que fuera imitada por todos los diputados de su bancada porque, al parecer, existen divergencias. Así, el proyecto sería aprobado en forma unánime.


Respecto de la indicación del diputado Seguel, tenemos que buscar los mecanismos para que los hombres y las mujeres que trabajan en pequeñas y medianas empresas, con menos de 20 trabajadores, puedan contar con salas cuna. Ello se podría lograr a través de convenios con la Junji o con las municipalidades, o a través de un sistema que permita unirse a la pequeña y mediana empresa, con el objeto de que puedan cumplir con esa obligación.


No podemos escondernos ni sustraernos a este verdadero llamado a consolidar la familia chilena. No puede ser que un país joven tenga una natalidad del 1,2 por ciento; estamos fallando en algo.¿Habría dicho el padre Hurtado que nuestro país es realmente católico? No. De acuerdo con nuestras normas, no lo es.


Por eso, llamo a votar unánimemente a favor del proyecto y a buscar los mecanismos para resolver los problemas mencionados por el diputado Monckeberg, lo que se podría hacer en el Senado, porque creo que el colega tiene algo de razón. Habría que buscar la forma de interpretar el artículo 62, número 4º de la Carta Fundamental, de manera que el espíritu de esta iniciativa, de crear las condiciones para fortalecer a la familia -el artículo 1º de la Constitución Política establece que es el núcleo fundamental de la sociedad-, sea una realidad y no sigamos soslayando este verdadero problema que tenemos en nuestro país y que se refleja en una bajísima tasa de natalidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Palma.


El señor PALMA.- Señor Presidente, Chile debe asumir la maternidad como una cuestión social que debe interesar a toda la sociedad; abandonar las ideas subdesarrolladas de considerarla como un problema particular y, lo que es más grave aún, estimar, como muchos, que es un problema exclusivo de la mujer.


Estamos ante un grave error cultural que debemos corregir a la brevedad, ya que mientras más pronto lo hagamos, menos dificultades tendremos y más problemas solucionaremos.


Chile ha sido pionero en dictar leyes de protección a la maternidad. Ya en 1917 se hablaba de leyes sobre salas cuna, y en 1925 encontramos el primer texto legal que beneficiaba a la mujer, pero sólo a la trabajadora obrera. En 1931, el Código del Trabajo continúa excluyendo a las empleadas de los beneficios de las salas cuna y del amamantamiento. En 1953 se extendió este beneficio de protección de la maternidad a las trabajadoras empleadas y obreras del sector privado, incluidas las que trabajaban en su domicilio. Sólo a fines de los 60 se estableció la obligación para las empresas del sector público y privado, con más de 20 obreras o empleadas, de cualquier edad o estado civil, de mantener salas cuna, en las cuales éstas pudieran dejar a sus hijos menores de dos años y alimentarlos mientras trabajaban. En 1978 se acepta que el empleador pague los gastos al establecimiento al cual la madre trabajadora lleva a su hijo, manteniendo el permiso para su alimentación.


Sin duda, existe baja cobertura y el uso de este derecho se hace difícil por diversas razones: participación de las mujeres en el mercado laboral y dificultades para manejar la maternidad y su vida familiar, principalmente en lo que respecta al cuidado de los hijos menores.


Por otro lado, este derecho está garantizado en empresas que contraten 20 o más trabajadoras con hijos de cero a dos años. Además, gran número de mujeres accede al sector informal de trabajo, o labora sin contrato; otra gran cantidad, 69 por ciento, trabaja en empresas con menos de diez trabajadoras, y el 73 por ciento de las empresas tienen menos de 20 trabajadoras. Por su parte, el 51 por ciento de las empresas medianas y grandes contrata menos de 20 mujeres, en promedio.


Todo esto permite que el actual sistema de salas cuna cubra las necesidades de un escaso porcentaje de mujeres trabajadoras. Esto debe ser corregido para adecuar la progresiva incorporación de la mujer al mundo del trabajo fuera del hogar y, además, el incremento de su participación social como jefa de hogar.


Por otra parte, para algunas empresas resulta difícil solventar los costos de mantención de una sala cuna, por lo que, para proteger la maternidad, es necesario que los empresarios puedan asociarse en la instalación de salas cuna. De esa manera, se podrá otorgar este beneficio a una mayor cantidad de personas y el servicio será de mejor calidad.


Esta buena iniciativa legal posibilita que tanto las empresas como los complejos industriales y los centros comerciales puedan tener salas cuna en conjunto, cuando, entre todos, tengan 20 o más trabajadoras, racionalizando, así, los gastos y ampliando la cobertura de este beneficio y el de alimentación a más madres trabajadoras, sin perjudicar a los pequeños empresarios ni la generación de empleo.


En la Comisión de Salud estamos discutiendo un proyecto de ley que propone aumentar el período de lactancia materna hasta los seis meses de vida del menor, para cumplir con los mínimos fisiológicos óptimos, desde el punto de vista médico. Con la ampliación de las garantías sociales, tendremos mejores niños, con más defensas inmunológicas, mejor preparados para convivir en sociedad, más sanos y más inteligentes, y madres menos estresadas por la separación de sus hijos. Asimismo, gracias al amamantamiento, la mujer ya no será afectada por enfermedades tan graves como el cáncer de mama, una de las tres principales causas de muerte.


Señor Presidente, mi voto, el de Renovación Nacional y el de la Derecha estará siempre a favor de la protección de la maternidad. Debemos asumir los deberes sociales más importantes; la mujer que trabaja fuera del hogar amerita toda la protección de nuestra sociedad, así como también nuestros esfuerzos legislativos, puesto que está cumpliendo dos roles muy importantes: la maternidad y la protección de la familia.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Muñoz.


El señor MUÑOZ (don Pedro).- Señor Presidente, antes de entrar al fondo del proyecto, deseo hacer una aclaración.


Cuando fui aludido -en buena forma- por el diputado Seguel, me encontraba en una reunión de la Comisión de Régimen Interno convocada por la señora Presidenta.


Hago esta aclaración, porque, como el canal de televisión de la Cámara se ve en todo el país, me llamaron desde Punta Arenas para preguntarme por qué no estaba en la Sala cuando fui aludido.


Quiero referirme a algunas precisiones formuladas en la Comisión de Trabajo. Cuando en ella se discutió esta moción del senador Sergio Bitar, hubo diputados, a quienes respeto mucho, como los señores Monckeberg y Salaberry, que hicieron reserva de constitucionalidad. No obstante respetar su posición, considero que están equivocados.


En la Comisión, la discusión se centró en si este proyecto protegía el trabajo, la maternidad o a la mujer, que no es lo mismo que he escuchado aquí. Me inclino a pensar que su objetivo es proteger la maternidad, a la mujer trabajadora. Tal vez porque no participan en una comisión tan importante como la de Trabajo, algunos diputados que me han antecedido en el uso de la palabra se han referido a materias que no fueron discutidas allí.


Recuerdo que una de las cosas que señalamos fue que debía legislarse de manera más profunda sobre todo lo atinente a la familia y a la maternidad. Es una propuesta pendiente que ha sido acogida por el Ejecutivo, el cual está dispuesto a conversar con los diputados que integramos la Comisión de Trabajo para que estudiemos proyectos de ley que apunten a lo señalado aquí: proteger a la familia, incentivar la natalidad; en fin, todas las materias que deben preocupar a nuestra comisión.


Aprovecho la oportunidad para aclararle al diputado Seguel que su indicación para rebajar de 20 a 10 el número de trabajadoras necesario para obtener la instalación de salas cuna, fue declarada inadmisible, porque la mayoría de los miembros de la Comisión y su presidente consideraron que se trata de una materia de seguridad social que necesitaba el patrocinio del Ejecutivo. No obstante, ello no es óbice para que el colega 
Seguel renueve su indicación en la Sala a fin de que sea sometida a votación.


Considero que estamos frente a un buen proyecto, porque protege la maternidad y a los infantes, y permite que las mujeres se incorporen al mundo del trabajo sin ningún temor, que asuman la maternidad con la seguridad de que cuando den a luz a un hijo, ambos estarán debidamente protegidos.


El ministro del Trabajo se comprometió a conversar con nosotros sobre una legislación que complementara lo que dice relación con la maternidad, materia que empezó a ser tratada en 1917. Hay otras iniciativas pendientes en el Senado, como la del diputado Alejandro Navarro, a través de la cual se garantiza el derecho a amamantar, que fue aprobada por la Cámara. Aprovecho la oportunidad para pedir a la Mesa que insista ante el Senado para que dicho proyecto sea despachado a la brevedad, puesto que lleva más de cinco años de tramitación.


Para terminar, anuncio que la bancada socialista aprobará esta iniciativa, que respalda la maternidad de la mujer trabajadora.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, quiero insistir en que este proyecto representa un avance trascendental en un país que discrimina, fundamentalmente, a sus niños. Sabemos perfectamente bien que si no existe la posibilidad de que el hijo se encuentre con su madre, se hipoteca la salud de ese menor. ¿Por qué negarles esa posibilidad a nuestros hijos si con ello enfermarán menos de neumonía, de meningitis, de diarrea, de alergia y de asma?


Éste es un paso adelante, y creo que hoy se están sentando las bases para buscar una solución integral al problema de la lactancia materna durante los seis primeros meses. No sólo se trata de que existan salas cuna; también debe existir una atención integral de la maternidad. Como decía muy bien la diputada María Antonieta Saa, es un derecho de los niños; si nos negamos a legislar sobre este tema, estaremos hipotecando el futuro de nuestro país, la salud de los niños y la posibilidad de que sean más inteligentes. Está absolutamente demostrado que los niños que son amamantados con pecho tienen un coeficiente intelectual entre 7 y 10 puntos más que quienes no lo son. De manera que cualquier cosa que hagamos en contra de la relación que debe existir entre madre e hijo, significa hipotecar el futuro de Chile. Lo mejor que podemos hacer -y esto es algo que compete a los empresarios- es invertir en nuestros hijos, porque son el futuro de Chile. Un país que invierte en los niños es un país con futuro.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Kuschel.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, como se ha dicho, el actual sistema de salas cuna tiene baja cobertura, no es solidario y es ineficiente, porque resulta una carga para la madre casada o soltera; además, es rígido, porque requiere la existencia de contratos de trabajo, y es discriminatorio, porque la mayoría de los niños no accede a él.


Una solución alternativa sería diseñar un sistema que considerara una asignación, una subvención o un subsidio por niño en edad de estar en sala cuna, pero focalizado al niño y no a la madre, tal como ocurre con la subvención educacional. Así, esta subvención podría ser asignada según criterios de estratificación social, de ruralidad, de marginalidad e, incluso, de fuente laboral, complementando los recursos ya existentes.


Mientras tanto, anuncio el voto favorable de nuestra bancada, porque veo que la discusión se ha ido alejando de la materia de que trata el proyecto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, a pesar de que puedo estar equivocado, tengo la impresión de que este proyecto adolece de un error conceptual que se ha convertido en una tradición en nuestro país: determinar cuál es el bien que es necesario proteger. Por eso, considero que la discusión debe centrarse en si lo que defendemos es la maternidad, el derecho de las mujeres, o la infancia, como un bien social que debe ser protegido por toda la comunidad nacional.


Como el debate ha sido ambiguo, algunos colegas de la Oposición se han referido a ejemplos prácticos. Por ejemplo, el diputado Bauer manifestó que la experiencia práctica indica que cuando se establecen ciertas exigencias, el empresariado reacciona de cierta forma. Por su parte, la diputada señora Guzmán decía que el establecimiento de exigencias cuantitativas lleva a que los empresarios contraten un menor número de mujeres como una forma de evitar que éstas ejerzan sus derechos.


En lo personal, soy de aquellos que piensan que el único derecho que existe es el de los niños. El problema es que desde que se estableció este derecho, en 1917, es decir a principios del siglo pasado -después se consagró en el Código del Trabajo-, siempre ha existido confusión en cuanto a cuál es el bien protegido. Si éste es un derecho exclusivo de la mujer trabajadora, lo que se está protegiendo es un derecho individual, y el hecho de que históricamente haya sido considerado como un derecho individual de la mujer ha llevado a que la sociedad se desentienda de la protección de los niños, en especial durante sus primeros dos años de vida. De manera que se ha tendido a traspasar el problema del cuidado infantil a la relación que existe entre la mujer trabajadora y el empleador.


Por cierto, comparto el espíritu del proyecto -lo votaré favorablemente-; pero, a mi juicio, adolece de un profundo problema conceptual. Incluso, algunos colegas que se han referido a la cantidad de mujeres que pueden ser contratadas, sin quererlo han quedado atrapados en la idea de que el derecho que se está protegiendo es el de la mujer y no el de los niños.


Este debate es muy parecido al que tuvimos en mayo, cuando iniciamos la discusión del proyecto sobre descanso maternal, consagrado en el Código del Trabajo. Lo curioso es que los colegas de la Democracia Cristiana -se lo digo con todo respeto- en un momento preguntaron cómo se financiaría ese derecho. Se produjo toda una polémica respecto de si la cotización sería del 0,6 por ciento, y se preocuparon de las mujeres que están en el mercado laboral. Sin el ánimo de criticar, creo que en esa ocasión los colegas también quedaron atrapados en un pensamiento histórico equivocado, obedeciendo a la lógica de que el derecho que debe ser protegido es el de la mujer y no el del niño.

Digo esto, porque si la cosa fuera distinta, estaríamos preocupados de los 200 mil niños que nacen cada año, y no sólo de aquellos cuyas madres están en el mercado del trabajo. Considero necesario que se produzca una inflexión en el pensamiento de los chilenos. La sociedad debe hacerse cargo de los lactantes y fijarles un lugar en el cual puedan permanecer, más aún si son hijos de mujeres trabajadoras.


Ahora, la discusión respecto de si los guarismos deben ser 10, 15 ó 20 demuestra, en el fondo, que estamos atrapados en una segunda falacia -pido disculpas por detenerme en este punto-, porque algunos empresarios dicen que las mujeres les salen más caras y, por eso, contratan hasta 19, no 20, para no otorgar el beneficio. Me imagino que no es la intención de la diputada señora Pía Guzmán cuando dice lo contrario; pero eso significa desconocer una práctica social en nuestro país. Por el mismo trabajo, a las mujeres se les paga un tercio menos, en promedio, que a los hombres; incluso, si se traspasara a los empresarios el costo del bien social por proteger, la infancia, éste estaría por debajo de lo que se les paga a los hombres. De manera que ésta es una falacia en que incurre parte del empresariado.


Ahora bien, si analizamos la tasa de natalidad en el ámbito de la fuerza laboral femenina -el último censo es muy ilustrativo en esta materia-, veremos que está muy por debajo del uno por ciento, en circunstancias de que la tasa de natalidad promedio del país es de 1,2 por ciento. Algunos, incluso, dicen que es de 0,6 o de 0,7 por ciento; sea cual fuere, lo cierto es que hoy la mayoría de las mujeres trabajadoras no tienen hijos; son pocas las mujeres insertas en el mundo laboral que están ejerciendo su derecho a la reproducción.


Voy a votar a favor del proyecto; pero cuando discutamos el financiamiento del descanso maternal, será necesario analizar qué derecho deseamos proteger: si el de la mujer trabajadora o el del niño; si vamos a preocuparnos sólo de los 30 mil o 40 mil hijos de las madres que forman parte del mercado laboral, o de los 200 mil niños que, cada año, nacen en todo el país. Además, es necesario entender que si bien es cierto que las salas cuna representan un gasto para los empresarios, también se trata de una inversión social, porque el bien que se protege, la infancia, es de carácter social, y va más allá de si la mujer está trabajando o no. Como no hemos tenido ese debate, lo lógico es que permanezcamos sumidos en el viejo y confuso paradigma del derecho laboral y del derecho a la lactancia.


Votaré a favor porque, sin duda, el proyecto entrega un beneficio a los niños, mejora sus derechos, de acuerdo con la Convención de los Derechos de la Infancia, pero no porque considere que sea la solución definitiva de un problema que la sociedad ha abordado en forma insuficiente.


El mejor ejemplo de lo que ocurre es la situación de las trabajadoras temporeras: a pesar de que muchas veces son más de veinte las que laboran en una empresa, por tratarse de un trabajo temporal no pueden acogerse al beneficio de la sala cuna. Espero que en el futuro seamos capaces de abordar los vacíos legales existentes, pero a partir de otro planteamiento: la defensa de los derechos del niño como un bien social que debe ser protegido por toda la sociedad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros, quien es el último parlamentario inscrito. Después de su intervención, pondré en votación el proyecto.


Tiene la palabra su Señoría.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, a estas alturas del debate ya se han señalado los aspectos fundamentales de la iniciativa. Por eso, sólo quiero reiterar que, en materias de esta naturaleza, debemos buscar el máximo de coherencia.


En nuestro país hay un aspecto central por considerar, que dice relación con la necesidad de proteger la maternidad, lo que se consigue no sólo realizando actividades que, en un momento determinado, puedan significar coacción. Ese derecho, además, se puede fortalecer por la vía de dar facilidades a las personas que están en condiciones de formar una familia.


Cada día es más notoria la incorporación de la mujer a la actividad laboral, como asimismo que el trabajo se desarrolla en grupo. Así, surgen los “malls” comerciales y los conglomerados industriales.


No cabe duda de que la obligatoriedad de la existencia de salas cuna en las actividades comerciales ha significado un gran avance; sin embargo, no se estableció algo similar para la actividad industrial. Lo que se hace a través de esta iniciativa no es otra cosa que llenar ese vacío o inadvertencia.


Por eso, la bancada de la Democracia Cristiana concurrirá con sus votos a la aprobación del proyecto.


Por último, quiero reiterar que el hecho de que un conjunto de actividades de la misma naturaleza estén reunidas en una sola, abarata el costo que demanda el cumplimiento de la obligación de entregar el beneficio de sala cuna a las madres que la requieran para sus hijos; no es una carga individual ni tampoco para grupos pequeños. El hecho de reunir a varias personas que están en la misma condición, tiene una importancia positiva para el empleador.


Por ello, considero que esta iniciativa, que ya fue aprobada por el Senado, debería concitar una mayoría sustancial en la Cámara.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Cerrado el debate.


En votación general el proyecto que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo y dispone la obligatoriedad de instalar salas cuna en establecimientos industriales y de servicios.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, 
Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Escalona, Escobar, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Meza, Montes, Muñoz (don Pedro), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rebolledo, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Bauer y Kuschel.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El proyecto volverá a la comisión respectiva para cumplir su segundo trámite reglamentario.


El señor SEGUEL.- Punto de Reglamento, señor Presidente.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, como hubo dos posiciones respecto de la indicación que presenté, sugiero votarla de inmediato. Si ella se rechazara, quedaría despachado el proyecto.


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para votar de inmediato la indicación del diputado señor Seguel?


Un señor DIPUTADO.- No.


El señor SALAS (Vicepresidente).- No hay acuerdo.


Por lo tanto, el proyecto volverá a Comisión.


Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, si la indicación fue rechazada en la Comisión, ¿por qué no la votamos de inmediato? ¿Por qué perdemos tiempo? Realmente, no tiene sentido hacer eso.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Pido de nuevo la unanimidad de la Sala para votar de inmediato la indicación.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


El señor Prosecretario le va a dar lectura.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- La indicación dice así: “Modificar la palabra veinte por la palabra diez en todas las partes que digan relación con la cantidad de trabajadoras para obtener salas cuna”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación la indicación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 26 votos; por la negativa, 57 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Escalona, Jarpa, Jiménez, Leal, Luksic, 
Meza, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pareto, 
Robles, Rossi, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Tarud, Valenzuela, Venegas y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Escobar, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, Guzmán (doña Pía), 
Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Norambuena, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña 
Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Rebolledo, Recondo, Rojas, Salaberry, Sánchez, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Uriarte, Varela, Vargas, Vidal (doña Ximena) y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Accorsi, Navarro, Paredes y Villouta.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se agregará el voto favorable del diputado señor Jiménez.


Despachado el proyecto.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO
UTILIZACIÓN DE MECANISMOS PARA DESLIGAR A CHILE DEL MERCOSUR.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Informo a la Sala que se ha pedido a los Comités que soliciten a los autores del proyecto de acuerdo Nº 73 su retiro, porque presenta algunas dificultades.


Tiene la palabra el diputado señor 
Vargas.


El señor VARGAS.- Señor Presidente, en una reunión de Comités efectuada hace un rato se nos pidió eso, pero los diputados de Renovación Nacional que patrocinaron el proyecto de acuerdo se niegan a retirarlo. Por lo tanto, pido a la Mesa que lo tramite.


El señor SALAS (Vicepresidente).- La Mesa cumple con comunicar la situación a la Sala.


El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo.


Ruego a los señores diputados poner atención.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 73, de los diputados señores José Antonio Galilea, Pedro Álvarez-Salamanca, Enrique Jaramillo, Alberto 
Cardemil, René Manuel García, Eduardo Lagos, Osvaldo Palma, Nicolás Monckeberg y Fernando Meza, y de la diputada señora Alejandra Sepúlveda.


“Considerando:


Que han transcurrido cinco años y medio desde que entró en vigencia el Acuerdo de Complementación Económica Chile-Merco-sur.


Que, desde entonces, se ha venido incrementando una serie de restricciones aplicadas tanto por Brasil como por Argentina, que en este último caso se fundamentan en la crisis económica, política y financiera que está viviendo, entre las que, a modo de ejemplo, se puede mencionar:


-Apertura de investigación a productos chilenos por existencia de “dumping”.


-Alza de aranceles decretada unilateralmente por Argentina que afecta a más de 1.300 productos, principalmente agrícolas.


-Reintegro a las exportaciones en Argentina.


-Cláusula de salvaguardia a calzados.


-Aplicación de derechos específicos a las conservas de duraznos (salvaguardia).


-Denuncias contra Chile a la OMC respecto de normativas que estaban vigentes al momento de suscribirse el Acuerdo.


Que el intercambio comercial de Chile con el Mercosur ha sido altamente deficitario para Chile, situación que confirma las aprensiones que en su momento tuvo el Congreso Nacional al aprobar el Acuerdo y que queda demostrada en su balanza comercial negativa:


-1996 US$: -1.054,5; 1997: US$ -1.330,1; 1998: US$ -1.496,5; 1999: US$ -1.572,4; 2000: US$ -2.628,6, y 2001: US$ -3.187,8.


Que el Acuerdo en vigencia ha sido a tal punto negativo para Chile que compramos al Mercosur dos veces más de lo que el bloque le compra a nuestro país.


Que el principal argumento para la aprobación del Acuerdo en el Congreso se basó en que la mayoría de los sectores de la economía se verían altamente beneficiados, dado que nuestros productos tendrían acceso a un mercado de millones de habitantes, tesis que se desvirtúa completamente con la balanza negativa que durante más de 5 años ha afectado a nuestra agricultura, la minería, la industria y otras.


Que las crisis políticas, sociales y económicas por las que atraviesan Brasil, Argentina y Uruguay, dejan en claro la imposibilidad de que el Acuerdo funcione cuando no existen, en esos países, políticas macroeconómicas estables y creíbles. Peor aún, con la carencia de un mecanismo de solución de controversias y, en general, la completa falta de institucionalidad.


Que resultan preocupantes algunas opiniones surgidas en países del bloque, que indican una intención de politizar e ideologizar su funcionamiento a la luz de los procesos electorales que se viven en algunos de ellos.


En razón de lo expuesto, la Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al Presidente de la República que, sobre la base de lo establecido en el artículo 55 del título XXIV del Acuerdo de Complementación Económica suscrito por Chile con el Mercosur, y las normas que en él se contemplan, se utilicen los mecanismos para que nuestro país se desligue del citado Acuerdo”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor, tiene la palabra el diputado señor José Antonio Galilea.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, hace pocos días, el ministro del Interior señaló que el Mercosur es un enorme edificio en Montevideo, que está vacío, y que sus acuerdos consisten, fundamentalmente, en llamadas telefónicas entre los ministros y presidentes. Además, expresó que los organismos de integración de América Latina son esencialmente retóricos. Agregó que, según se dice, el Mercosur está en crisis. ¿Cómo no lo va a estar -se preguntaba- si los países están en grandes dificultades y el Mercosur no tiene un sistema institucional?


También, en julio, un connotado economista chileno de la Universidad de Los Ángeles, California, don Sebastián Edwards, expresó que el Mercosur, como tal, murió hace mucho tiempo, y que es una de las peores ideas que ha habido en América Latina y uno de los grandes misterios psicológicos latinoamericanos porque, siendo una idea tan mala, es vista con simpatía por tanta gente.


Han pasado cinco años y medio desde que Chile suscribió el acuerdo con el Mercosur, y creo que es bueno que en la Cámara reconozcamos que ese tratado ha resultado un fracaso de acuerdo con los fines que perseguía. No creo que tenga nada de malo reconocer que la aprobación de nuestra asociación con el Mercosur fue una equivocación.


Algunos datos. Desde una perspectiva de intercambio comercial, la balanza ha sido negativa para Chile, en forma persistente, desde 1996 a la fecha. De hecho, se pasó de una balanza comercial negativa de -1.054 millones de dólares en 1996, a una de -3.180 millones de dólares en 2001.


Se me ha dicho que esa cifra está muy distorsionada por el ingreso de gas a nuestro país. Si así es, hay que mirar las cifras desde una perspectiva sectorial.


Entre enero y mayo de 2002, el sector agrícola presenta una balanza comercial negativa que alcanza los 61 millones de dólares; en el mismo período, la minería tiene una balanza negativa de 497 millones de dólares; la industria -el sector de la economía que sería el gran ganador con la asociación de Chile al Mercosur-, en estos cinco meses, tiene ya una balanza negativa de 910 millones de dólares.


Además, se deben agregar todos los tratamientos desleales de que ha sido objeto Chile en sus relaciones comerciales con algunos de los países miembros del Mercosur. Son numerosos los ejemplos de conductas comerciales incorrectas: salvaguardias a duraznos, a conservas y al calzado; cierre infundado de mercados; acusaciones de “dumping”; trabas paraarancelarias; ocultamiento inexcusable, por parte de Argentina, de sus brotes de fiebre aftosa; investigaciones sanitarias sin fundamento; permanentes acusaciones a la Organización Mundial de Comercio. En fin, la lista es larga.


Lamentablemente, no tengo tiempo para referirme a las repercusiones que tienen en Chile las crisis que viven esos países, pero sí puedo decir que, por un efecto del acuerdo, dichas repercusiones nos impactan negativamente en forma mucho más potente.


Se dice que retirarnos de la asociación con el Mercosur nos dejaría aislados. Ése es un mal argumento, porque estamos encaminados en un acuerdo con la Unión Europea; se abren las puertas para un tratado de libre comercio con Estados Unidos; además, somos parte de la Apec y tenemos comercio con muchos países con los cuales intercambiamos miles de productos. Por lo tanto, ¿de qué aislamiento se habla?


Por otra parte, se ha dicho que la Unión Europea y Estados Unidos firmarían acuerdos con Chile por su interés en el Mercosur. Sin embargo, en verdad el interés tanto de una como del otro es poner un pie en el país de Sudamérica más estable desde los puntos de vista económico, político y social. Si quisieran negociar a través de nosotros con el Mercosur, es evidente que sería mucho más fácil hacerlo de manera directa.


Además, quiero dejar constancia expresa en esta intervención acerca de una cita del ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción de la época, señor Álvaro García, en la ocasión en que la Cámara aprobó la incorporación de Chile como socio del Mercosur. Señaló que la gran mayoría de quienes viven en el campo de nuestro país, trabajan en sectores que, sin duda, se verían beneficiados por el Mercosur. Agregó que se puede concluir con facilidad que más del noventa por ciento de los chilenos recibirían beneficios del acuerdo con el Mercosur, y que la posición del Gobierno es que todos los chilenos se verían favorecidos.


El único interés que mueve al grupo de diputados que firmamos el proyecto de acuerdo es que se exprese la opinión política de la Cámara respecto de la asociación de Chile con el Mercosur, la cual está a años luz de ser lo que se dijo que sería para el país. Por eso, quiero invitar a los colegas a llevar a cabo, con valentía, un debate a fondo sobre esta materia y a aprobar el proyecto de acuerdo, en la perspectiva de abrir ese debate. Finalmente, quiero invitar a los colegas que representan a distritos de regiones del sur, donde están ubicados los sectores agrícolas, a no renunciar a representar a nuestra gente.


He dicho.


-Aplausos.

El señor SALAS (Vicepresidente).- El diputado señor José Antonio Galilea utilizó seis minutos para hablar a favor del proyecto de acuerdo, en lugar de los cinco que le correspondían.


Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, la Comisión de Relaciones Exteriores, en sesión celebrada ayer, conoció acerca de esta materia y solicitó a la Mesa el retiro del proyecto de acuerdo, ya sea para su reconfiguración o para buscar otra alternativa de tratamiento del tema. En la ocasión, estuvo presente el director económico de la Cancillería, embajador Osvaldo Rosales.


Creemos que es extraordinariamente riesgoso expresar la opinión política de la Cámara de Diputados a través de lo que el proyecto de acuerdo señala en su parte dispositiva: el desligamiento de Chile del Mercosur. Estimamos que dicho acuerdo tendría un impacto de impredecibles consecuencias. Francamente, pensamos que el sentido estratégico de la vecindad no sólo tiene una dimensión económica y comercial, sino que también aspectos de amistad, de desarrollo político y de mirar al mundo desde el lugar donde uno está inserto, y nosotros estamos insertos en América Latina.


De hecho, ha sido posible lograr negociaciones con la Unión Europea debido a que somos parte de América Latina y a que tenemos un tratado de asociación con el Mercosur. De otra manera, no habría sido posible que la Unión Europea aceptara, primero, negociar con Chile, y luego, efectuar una negociación paralela, aunque no simultánea, con el Mercosur.


Esto es lo primero que debemos decir para medir las consecuencias que puede tener, más allá de su dimensión propiamente económica, la aprobación, por la honorable Corporación, de un proyecto de acuerdo como el que estamos conociendo.


Por otra parte, es muy importante hacerse cargo de algunos de los puntos planteados. El proyecto de acuerdo se refiere a la balanza comercial desfavorable para Chile en relación con el Mercosur. Eso no es algo propio de la entrada en vigor del llamado Acuerdo de Complementación Económica, ACE, Nº 35, y tenemos antecedentes respecto de la evolución de las relaciones, en especial con Argentina, en los últimos tiempos.


Se debe tener en claro que el aspecto que más incide en la balanza comercial negativa es algo que no constituye un problema, sino la opción que Chile tuvo de importar petróleo y gas natural desde Argentina, lo que ha conformado el cuadro que hoy es posible observar. Si sacamos el petróleo y el gas natural, ciertamente que la balanza comercial sufre una modificación.


Al respecto, si se descontara el petróleo y el gas natural, las importaciones provenientes del Mercosur se habrían incrementado, entre 1997 y 2001, en sólo 17 por ciento, pasando desde 2.330 millones de dólares, en 1997, a 2.372 millones de dólares, en 2001, y no en 47 por ciento, que fue el incremento promedio de las importaciones totales desde el Mercosur en dicho período, que es a lo que hace mención el proyecto de acuerdo que hoy conocemos.


Por lo tanto, es muy importante tener en consideración ese guarismo para darse cuenta de que, en verdad, hay un aspecto que, lejos de ser desfavorable para nuestro país, ha sido extraordinariamente favorable, como es la importación de un energético limpio desde un país fronterizo del nuestro, como Argentina.


Hay una cantidad de otros factores por considerar. Los negociadores chilenos, precisamente considerando el cuadro de desbalance, establecieron que sólo después del décimo año de la implementación del ACE Nº 35 comenzará el proceso desgravatorio para los productos de importación provenientes de la agricultura tradicional, lo cual será llevado a cabo en un proceso muy largo. Por lo tanto, no podemos decir que el problema que sufre la agricultura tradicional chilena, particularmente la del sur, se debe al impacto del Mercosur, pues el proceso de desgravación todavía no entra a funcionar respecto de esos productos. Entonces, necesariamente se trata de un aspecto digno de ser considerado.


No tengo tiempo para explayarme en mayores argumentos, pero, con la venia de la Mesa y de los honorables colegas, quiero señalar un hecho que para nosotros reviste especial importancia. Si cometiéramos el error de congelar el proceso desgravatorio de las preferencias en el marco del ACE, significaría perder los beneficios para un importante grupo de productos de interés para Chile. En este caso, se verían perjudicados productos tan importantes para el país como duraznos, uvas, manzanas, peras, ciruelas, vinos, helados, mermeladas de duraznos, jugos de frutas, preparaciones para sopas, productos de la industria papelera, muebles de madera y otros, todos los cuales tienen que pagar en la actualidad altos aranceles.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señor diputado, lamentablemente se acabó el tiempo para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Por desgracia, estas materias a veces no se discuten como se debería, pero no puedo cambiar el Reglamento.


En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 48 votos. Hubo 8 abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Barros, Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Kast, 
Martínez, Monckeberg, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Prieto, Recondo, Salaberry, Sepúlveda (doña Alejandra), Uriarte, Varela, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Dittborn, Egaña, Escalona, Escobar, Girardi, Jarpa, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Masferrer, Montes, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Bauer, Forni, González (doña Rosa), Jaramillo, Letelier (don Felipe), Melero, Norambuena y Rojas.

VIII. INCIDENTES
RECHAZO A EXPRESIONES VERTIDAS 
EN CONTRA DEL DIPUTADO RODOLFO SEGUEL. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.


Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, el viernes 12 de julio, en la radio “Tiempo”, de Santiago, en el programa que se difunde de 08.00 a 09.00 AM, el señor Eduardo 
Bonvallet Godoy, comentarista deportivo, profirió graves injurias que han ofendido la honra y dignidad del diputado por el distrito Nº 28, señor Rodolfo Seguel Molina.


Nadie puede explicarse cómo un señor que usa el micrófono en diferentes medios de comunicación, exprese livianamente y con tanta frialdad y facilidad tal cantidad de improperios, de tan grueso calibre, que resultan irreproducibles por su bajeza y vulgaridad.


Quienes conocemos a Rodolfo Seguel apreciamos su calidad humana, su grandeza como dirigente sindical, su gran trayectoria política y su esforzado trabajo parlamentario. No en vano ha sido elegido en cuatro oportunidades en su distrito, con gran mayoría de votos. Además, en una oportunidad fue elegido Segundo Vicepresidente de la honorable Cámara de Diputados.


Expresamos nuestro respaldo y solidaridad a Rodolfo Seguel. Desde ya, nuestra bancada le expresa su total apoyo.


La dignidad es el supremo don que jerarquiza y valora la personalidad del hombre. La dignidad y el honor deben ser resguardados una vez más, y nadie puede atentar en contra de ellos. 


Por estas circunstancias, existen las leyes que resaltan estos bienes jurídicos y los protegen; las declaraciones universales en materia de derechos humanos les otorgan gran importancia; nuestro Código Penal sanciona la injuria, describiéndola como toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona. También nuestra Constitución Política, en su artículo 19, número 4º, garantiza tajantemente la honra de la persona y de su familia. 


Si no se respetan estas normas legales ni se hace hincapié en la importancia de las disposiciones penales, ¿dónde quedarán los derechos y los deberes?


Sabemos que el diputado señor Seguel interpuso las acciones legales correspondientes a fin de obtener una reparación por el daño causado, y para que el responsable sea sancionado conforme a derecho y no vuelva a repetirse lo sucedido.


Señor Presidente, nunca pensé encontrarme con tal cantidad de palabras dirigidas en contra del diputado Rodolfo Seguel. Aún no me puedo explicar que una persona de la importancia del señor Bonvallet las haya expresado. Por lo tanto, solicito que se oficie al presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, Archi, haciendo presente nuestra molestia por la gravedad de sus dichos. 


Además, pido que se oficie al presidente del Comité de ética de los medios de comunicación, con el objeto de que se adopten las medidas convenientes y se estudien los antecedentes, a los cuales se adjuntarán los comentarios emitidos por ese señor.


Pido, también, que se nos informe sobre las medidas que se adopten.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados presentes, respecto de los cuales el señor Prosecretario está tomando debida nota.

INSTALACIÓN DE SEDE CENTRAL DEL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR EN ÑUÑOA. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, ayer la Cámara de Diputados despachó, casi por unanimidad, las modificaciones al proyecto que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor.


Por lo anterior, solicito que se oficie al ministro secretario general de la Presidencia, con quien este Servicio se relacionará, para que, en su momento, se decida instalar la sede central de dicho organismo en Ñuñoa.


Esa comuna, a partir de la conducción de alcaldes como Jaime Castillo Soto, Pablo Vergara y el actual, Pedro Sabat, ha sido pionera en la implementación de una red de adultos mayores en la Región Metropolitana. Más de seis mil personas pertenecen a clubes de adultos mayores, y otras cinco mil están en vías de sumarse.


Además, me parece lógico que haya una descentralización en la propia Región Metropolitana, y que la sede, en este caso, se instale en Ñuñoa, al igual que la del Sename.


Pido que se oficie al ministro secretario general de la Presidencia en este sentido.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los señores diputados que así lo expresan.

RÉPLICA A COMENTARIOS RADIALES.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Rodolfo Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, quiero agradecer al diputado señor Sergio Ojeda las palabras que pronunció recientemente, así como a todas las bancadas que adhirieron a los oficios que solicitó.


En verdad, no he sido el único atacado, injuriado, vilipendiado y humillado por ese personaje a través de los medios de comunicación. Ha sido atacada prácticamente toda la clase política chilena; han sido atacados el Partido por la Democracia, en forma clara, categórica, con nombre y apellido; los partidos Socialista, Radical, Demócrata Cristiano, y personeros de la Derecha en forma individual.


Hasta hoy, ningún parlamentario o político quería o se atrevía a enfrentarse públicamente con dicho personaje. Yo tampoco lo voy a hacer públicamente; pero no me tiemblan las piernas ni las manos para acudir y enfrentarlo en los tribunales de justicia.


Las acciones judiciales que he llevado adelante van en representación de todos los políticos y personas públicas del país; de toda la gente que ha sido humillada y atacada públicamente por ese personaje. Represento -me lo hicieron saber- a Carlos Caszely, a Peter Dragicevic, a la gran periodista Tati Penna, a Sergio Livingstone, a Pedro Carcuro; en general, a todos los periodistas deportivos chilenos que han sido atacados, como también a todos los parlamentarios, ministros de Estado y al Presidente de la República.


Llevo años en política; sé pelear, y tengo el cuero duro para hacerlo. Pero hay gente que no ha querido entrar en esa arena con ese comentarista; yo tampoco lo voy a hacer públicamente, pero sí en los tribunales. Tengo los argumentos; las palabras están dichas; la cinta está grabada, y el documento está escrito.


Voy a hacer todo lo necesario para meterlo preso, porque gente de ese nivel, de esa calaña, no puede tener espacio en los medios de comunicación, con micrófono abierto para que todo el país lo escuche. No es posible que en Chile una radioemisora o canales de televisión le den tribuna a un personaje que enloda a personas, a instituciones y al país.


Sin ir más lejos, este mismo personaje, hace dos días, ha llamado a las Fuerzas Armadas a que salgan a la calle y a que pongan orden en el país.


Hemos llegado a un nivel en que debemos defender la seriedad de los políticos en los tribunales, ante individuos que, supuestamente, quieren llevar a la población a un grado de enfrentamiento y de insidia que alcanza niveles francamente insoportables.


Como diputado de la República, no acepto que estas cosas ocurran en nuestro país. Acepto la pelea y la discusión política, como la tenemos y la vamos a seguir teniendo; pero la infamia, la calumnia y la sinvergüenzura, no las puedo aceptar.


En nombre de todos los que han sido atacados, así como en el de mi familia, en el mío y en el de mi partido y de mis amigos, he entablado las querellas pertinentes.


He dicho.


-Aplausos.
DISCONTINUIDAD DEL TRÁNSITO POR EL PASO INTERNACIONAL LOS LIBERTADORES Y SU ALTERNATIVA A TRAVÉS DE LAS LEÑAS, EN LA SEXTA REGIÓN. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido por la Democracia.


Tiene la palabra el diputado señor 
Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, quiero insistir sobre un tema de interés local para Rancagua, pero también de claro interés para Chile y para otras tres naciones.


Me refiero, una vez más, a la escandalosa discontinuidad del transporte terrestre entre Chile y Argentina, que se provoca por el colapso que, año a año, observamos en el paso internacional Los Libertadores, en Los Andes.


En conversaciones con Héctor Moya y con otros dirigentes del transporte de camiones, nos señalaban que la proyección de este año alcanzaría a casi 45 días inútiles. En este momento, en Los Andes, al igual como ocurrió la semana pasada y en algunas quincenas de mayo y de junio, se ha detenido el transporte de pasajeros y de productos entre Chile y Argentina.


En los últimos años, se ha insistido, de manera porfiada, en buscar un paso a una altura cercana a cuatro mil metros, lo que hace impracticable, en pleno siglo XXI, una conectividad, de estándar mediano en el mundo, entre las dos economías del cono sur.


Diputados y diputadas de mi región han oficiado reiteradamente al ministro de Obras Públicas para que señale la política estatal respecto del paso Las Damas, en la Sexta Región, y, particularmente, del túnel Las Leñas. Dicho túnel, después de un costoso estudio estatal, realizado entre 1998 y 1999, fue elegido como el único lugar de la cordillera de los Andes que, con menor altura, de sólo dos mil metros, y menor longitud 
-comparado con otras opciones-, de sólo 13 kilómetros, permitiría el transporte durante los 365 días del año entre Chile, Argentina, Brasil y Uruguay, en el cono sur, y desde la zona central del país, donde, nos guste o no, se produce el ochenta por ciento de nuestro PIB.


Se han hecho grandes inversiones en investigaciones morfológicas en la cordillera y se comprometieron para los años 2000, 2001 y 2002 los estudios de ingeniería y de geología que permitirían culminar con el proyecto; pero éste está detenido, y cuando hemos solicitado información al Ministerio de Obras Públicas, se nos ha respondido que su valor es de 80 millones de dólares y que Argentina no cumple con sus compromisos.


Por tanto, estamos postergando un proyecto país que debiera ser emblemático para el 2010 o el 2014 no sólo por cumplirse los doscientos años desde el primer grito independentista, sino también por cuanto es esencial para el desarrollo del cono sur de nuestro continente. Falta creatividad, falta que se nombre un gerente para este proyecto en el Ministerio de Obras Públicas, y que se tomen medidas para actualizar parte de sus estudios geológicos para no detenerlo, a través de proyectos con la banca multinacional o con la agencia para el desarrollo del sistema de las Naciones Unidas.


Pido, en primer lugar, que se oficie al ministro de Transportes -quien no ha querido entregarnos información-, a fin de que precise cuántos días al año, en la última década, ha estado inutilizado el paso Los Libertadores y la cuantificación económica de ese daño para el país.


En segundo lugar, que se oficie al ministro de Economía para que nos señale si existe algún análisis serio, desde el punto de vista de la planificación nacional, relacionado con los costos de pérdida de competitividad que implican, para las inversiones de Chile y de Argentina, las detenciones de más de un mes en cada uno de los países y el hecho de no poder llegar a tiempo a los puertos para embarcar los productos de intercambio comercial.


Por último, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas con el objeto de que nos informe si se dio cumplimiento al compromiso con diputados de la Sexta Región en cuanto a explorar el nombramiento de un gerente para el proyecto del paso Las Leñas y de buscar otras fórmulas de financiamiento para los estudios geológicos de ese paso internacional, que están detenidos.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los señores diputados que así lo soliciten.


MEDIDAS DE SEGURIDAD EN OBRA VIAL EN CONSTRUCCIÓN DE LA NOVENA REGIÓN. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, desde luego la modernización de nuestra estructura vial presenta enormes beneficios para la seguridad de los automovilistas: integración de comunas, facilidades para el transporte, etcétera. Sin embargo, también ha provocado efectos negativos, especialmente en algunas localidades que están afectadas por la falta de conectividad con la ruta principal.


No obstante, lo más preocupante de este indiscutido progreso dice relación con ciertos accidentes que han ocurrido en el último tiempo en la ruta concesionada.


En esta ocasión me voy a referir a un accidente ocurrido el pasado jueves 25 de julio, al norte de Cajón, distante a doce kilómetros de Temuco, en un ramal construido justamente al inicio del by-pass de Temuco, obra que aún no ha sido puesta al servicio de la comunidad. Dicho accidente pudo tener dramáticas consecuencias, ya que fue una colisión frontal entre un bus y un camión. En ese lugar, debido a una curva cerrada, en los últimos treinta y cinco días ha habido cuatro accidentes de grandes proporciones. 


Debo destacar las medidas adoptadas por la seremi de Obras Públicas, señora Jazmín Balboa, y la inspección fiscal del Ministerio de Obras Públicas de la región para mitigar el impacto proveniente de la emergencia; sin embargo, las obras necesarias para minimizar estos riesgos y extremar las medidas de seguridad requieren la entrega de recursos adicionales. 


Por lo tanto, solicito que se oficie al señor ministro de Obras Públicas a fin de que arbitre las medidas necesarias para revisar los diseños, si se estima procedente, y destine los recursos indispensables para dar seguridad a la comunidad, sobre todo considerando que dicho ramal o rotonda, una vez terminadas las obras, tendrá tránsito bidireccional. Si las cosas se dejan como están, los riesgos en esa ruta seguirán latentes.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría y se adjuntará el texto de su intervención, con la adhesión de los señores diputados que así lo indiquen a la Mesa.

SOLIDARIDAD CON PRODUCTORES DE REMOLACHA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, ayer, por problemas de tiempo, desgraciadamente no pude concluir mi intervención sobre lo que está ocurriendo en el sur de Chile con la remolacha, uno de sus cultivos tradicionales.


Decía, con respecto a la Asociación de Productores Remolacheros, que quienes laboran la tierra y producen, se ven inmersos en un mundo de negocios sin ética, sin capacidad de respetar los compromisos y sin reciprocidad, que sólo conduce a abuso de poder, y a la ruina de los productores.


Y por ello este parlamentario y la bancada agrícola han trabajado decididamente por los agricultores que viven de la remolacha, y no los abandonarán en estos momentos cuando, incluso, se arriesga la paz social y miles de empleos en las regiones Séptima, Octava, Novena y Décima.


Iansa ha abusado e impone, claramente, en su calidad de empresa monopsónica, una posición dominante en el mercado. 


Cómo añoramos esos tiempos cuando empresas creadas por trabajadores del agro, por empresarios agrícolas y otros hombres de negocios, con esfuerzo, crearon la gran industria procesadora de azúcar Iansa. Luego ésta perteneció a algunos privilegiados, hecho que no es el momento de analizar, ni tampoco denunciar cómo la adquirieron. Posteriormente, fue vendida a empresas extranjeras que hoy vulneran la ética y la acogida que les brinda Chile, como país abierto que ofrece resguardo a quienes aquí invierten.


Sin embargo, desde este hemiciclo deseo expresar que atentar contra la credibilidad de los agricultores, hombres de la tierra, es atentar contra nuestras raíces. Los pequeños productores de remolacha tienen costos mayores, porque deben contratar casi todos los servicios del cultivo: siembra, limpia y cosecha, ocupando numerosa mano de obra en las etapas de limpia y cosecha; pero son generadores de impactos sociales importantes al contratar mano de obra en otoño e invierno, período difícil para los índices de empleo. Además, se debe agregar la variable “oportunidad”, porque no siempre disponen de los servicios oportunamente.


Por ello, desde aquí les quiero entregar, una vez más, la solidaridad de sus representantes en el Congreso Nacional. Los productores de remolacha pasan por un momento muy difícil y debemos apoyarlos con medidas que ellos mismos diseñen.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Diputado señor Jaramillo, ayer, en la hora de Incidentes, pidió oficios; por tanto, el texto de su intervención de hoy se agregará a los mismos, con la adhesión de los señores diputados que así lo están indicando.


AGILIZACIÓN DE ENTREGA DE FONDOS PARA RECUPERACIÓN DE SUELOS DEGRADADOS EN LA OCTAVA REGIÓN. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado señor Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señor Presidente, en primer lugar, solicito que se oficie, con la mayor brevedad posible, al director del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, de la Octava Región; al seremi de Agricultura de la misma región, y al ministro de Agricultura, porque muchas veces uno escucha hablar de reactivación económica, de fomento del empleo, de más actividad en la región, en particular en el sector agrícola, pero pequeños detalles entrampan las soluciones.


Los recursos aprobados y asignados para la recuperación de suelos degradados habitualmente se entregan en mayo o, a más tardar, en junio de cada año. Todos los proyectos de ese fondo, que dirige el SAG, están cerrados, aprobados y entregados a la región. Sin embargo, tras reiteradas demandas y visitas de los usuarios o beneficiarios de dichos fondos, las únicas respuestas que les entregan son que aún no los reciben, que faltan trámites, que muchos no se han podido materializar porque hay ciertos funcionarios de vacaciones. Francamente, son respuestas inaceptables.


Por tanto, a través de esos oficios pido que, de una vez por todas, se acelere la entrega de esos recursos, porque es la única manera de generar más empleo con la aplicación de distintos proyectos, como regular el fósforo del suelo, nivelar el suelo arrocero, etcétera.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con el texto de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INCUMPLIMIENTO DE ENTREGA DE TÍTULOS DE PERFECCIONAMIENTO A PROFESORES DE BULNES. Oficios.


El señor MONCKEBERG.- Señor Presidente, en segundo lugar, un grupo de siete profesores de la comuna de Bulnes, haciendo un gran esfuerzo económico, optó por perfeccionarse a través de una licenciatura en educación, de acuerdo con un convenio celebrado entre la municipalidad de Bulnes y el Instituto de Desarrollo Social.


Esos siete profesores terminaron el curso e hicieron la tesis. Sin embargo, cuando pidieron el título a la Universidad de Los Lagos, entidad patrocinante del curso, se les negó por el supuesto no pago de algunas cuotas o aranceles. Ellos, en reiteradas oportunidades, exhibieron, tanto al alcalde como a la universidad, todos los descuentos relacionados con el curso que les hizo la Dirección de Educación. Todo aparece descontado en sus planillas. No obstante, hoy, dicha universidad, al parecer por no haber recibido esos recursos -al menos eso es lo que argumentan sus representantes-, les niega los respectivos títulos.


Pese a que han pasado cerca de dos años, a esos trabajadores con bajos sueldos a los cuales se les descontó el curso de perfeccionamiento, todavía no les entregan los títulos. Ellos presentaron dos cartas a la Contraloría: una, del alcalde de Bulnes, y otra, de la Universidad de Los Lagos, en las cuales se expresa que el problema está solucionado y no se debe ningún peso. Sin embargo, a poco andar, recibieron otra carta en la que se les señala que para titularse deben pagar otra cantidad de plata, lo que no es serio. Por ello, en primer lugar pido que se oficie al alcalde de Bulnes a fin de exigirle una respuesta inmediata y satisfactoria; de lo contrario, que devuelva todos los recursos que se descontaron a los profesores.


En segundo lugar, que se oficie a la Contraloría General de la República, que actualmente está conociendo sobre este hecho, para que cuanto antes emita su informe.


En tercer lugar, a la Universidad de Los Lagos a fin de que sea consistente con la carta respuesta que remitió hace un tiempo.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con el texto de su intervención y la adhesión de los señores diputados que así lo indican a la Mesa.

ACCIÓN DE PARLAMENTARIO CONTRA LA DELINCUENCIA EN VILLARRICA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- A continuación, tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, el martes de la semana pasada, el ministro señor Insulza visitó la comuna de Villarrica para tratar el problema de la delincuencia. Sin embargo, cuando el ministro se retiró, sucedió una situación que me pareció bastante desagradable.


Hace años que estoy trabajando en relación con el tema de la delincuencia en esa comuna. Incluso, pedí oficios para preguntar qué sucede, por qué se está matando la gallina de los huevos de oro al atentar contra el turismo. Carabineros me contestó que eso era falso, que no había nada de qué preocuparse y que todo estaba controlado. Ahora, cuando fue el ministro, hicieron una tremenda reunión, con participación de todos los vecinos; cuando dicho secretario de Estado se refirió a las peticiones que le habían hecho, dijo “que va a ver la forma de financiar y optimizar los medios”, etcétera.


Al respecto, expresé que me parecía increíble que no hubiera habido compromiso firmado ante la comunidad en cuanto a las peticiones y acuerdos a que se había llegado en esa reunión. Algunos manifiestan que es una falta de respeto pedir un acuerdo firmado. ¡No, señores! Cuando se llega a acuerdos, incluso en los compromisos de la Cámara, se firman, para que no se olviden. Digo esto por una razón muy sencilla. En tiempos de campaña, a sabiendas de que había delincuencia en la comuna de Villarrica, se comprometió la entrega de furgones para patrullajes por la ciudad, los cuales aún no han llegado. Hace dos meses, se prometió aumentar la dotación de Carabineros; tampoco se ha hecho. Entonces, mandé una carta que, en ese momento, no se leyó -ahí hay una discriminación hacia mi persona-. No se permitió leerla. En ella pido tres cosas concretas:


Primero, que la municipalidad, Carabineros e Investigaciones y las juntas de vecinos trabajen en conjunto para combatir a la delincuencia.


Segundo, que se dejen de realizar “shows” con palabrería y se construya el retén de Investigaciones de Villarrica, que hoy funciona, en forma precaria, en una antigua casa de la junta de vecinos de la población Ancagual, dotación policial que debe atender a las comunas de Villarrica, de Pucón y de Loncoche.


Tercero, como los furgones que van a las poblaciones son apedreados o los dan vuelta, pedí que se hicieran pequeños retenes, con cuatro o cinco carabineros, en dos o tres partes de Villarrica, para, de esa manera, poder tener vigilancia permanente.


Fueron esas tres cosas las que pedí, pero dijeron que era falta de respeto planteárselas al ministro. 


Hoy, a través de mis declaraciones, me entero de que el señor alcalde se reunirá mañana con el encargado de seguridad en La Moneda. Yo también iré, porque me dijeron que mis declaraciones habían causado molestia, por cuanto señalé que no se iba a llegar a nada concreto. Mantengo mis palabras hasta que no lleguen los fondos necesarios a esa comuna. Pero lo curioso es que el problema de altos índices de delincuencia no sólo es de Villarrica, sino también de Pucón, de Loncoche y de Gorbea. Si quieren discriminarme, no importa; pero no voy a cesar en mi afán de investigar y de pedir cosas que creo son pertinentes en este caso.


Entonces, para hacer la presentación más seria, entregaron al señor ministro una carta en la que se indica los lugares y las personas que venden drogas en Villarrica. Molestia causaron mis declaraciones a algunos carabineros. ¡Qué curioso! Una persona particular sí puede entregar una carta al ministro. Yo le pregunto a la ciudadanía que está viendo esta sesión si Carabineros e Investigaciones no saben quiénes venden drogas. ¿No saben, acaso, cuáles son los lugares dónde se vende? ¿No les parece extraño? Sin embargo, los diarios del verano dicen que gracias al OS7 se ha logrado detener y desbaratar estas redes. Pero después de que el verano acaba, ¿hay una amnesia total de Carabineros, que olvida los lugares donde se consume drogas y a la gente que la vende en Villarrica, en Pucón y en otros lugares?


Solicito que se oficie al director general de Carabineros y al director de la Policía de Investigaciones a fin de que me informen sobre cuántas personas han sido detenidas en Villarrica por comercio de drogas.


Asimismo, quiero que se oficie a su Excelencia el Presidente de la República -no a otra persona- en el sentido de que, por favor, tenga la amabilidad de decirme cuáles son los planes del Gobierno para combatir la delincuencia en nuestra zona lacustre. Además, que señale cuáles son los recursos que asignará en el presupuesto con esa finalidad, en qué se gastarán y cómo se podrá participar en ellos para que la ciudadanía lo sepa.

Agradeceré que su Excelencia tome cartas en el asunto, porque el otro día, en Casa de Piedra, el propio ministro Insulza citó a Villarrica como una de las ciudades que sufre el flagelo de la delincuencia.


Voy a contar el último chiste. En la reunión a que aludo, estuvo presente la señora Herminda Vidal, jefa máxima de la nueva reforma procesal penal en la Novena Región. Cuando le tocó intervenir -porque la gente decía que gracias a esa reforma los delincuentes tenían más derechos que la gente común-, dijo: Ya que se encuentra presente el ministro, vamos a hacer lo siguiente: que saquen a Villarrica de la reforma procesal penal para ver si realmente estaba mejor antes o si lo está después. Son palabras de la encargada de dirigir dicha reforma en la Novena Región. Eso deja en claro que la propia gente designada para la reforma no tiene capacidad de gestión, lo cual me parece gravísimo. ¿Y saben lo que ella explica hoy, cuando le preguntan sobre el tema? (Por eso comencé diciendo que se trataba de un chiste): que realmente fue un chiste, una broma al ministro del Interior, señor Insulza. Esa declaración sale publicada hoy.


Por último, señor Presidente, termino diciéndole a la señora Herminda Vidal que con los temas serios como la delincuencia y el dolor de la gente que ha sido asaltada y que ha tenido que lamentar la muerte de algún familiar, no se juega. Esos son chistes de mal gusto. Haga la nueva reforma procesal penal y no se dedique a hacer chistes, porque no es humorista.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría y se adjuntará el texto de su intervención.


Señor diputado, como usted ocupó más de su tiempo, para ser justo, le voy a conceder un minuto al diputado señor Vilches, que está inscrito a continuación, y, en seguida, un minuto más a cada uno de los dos Comités que quedan por intervenir.

CREACIÓN DE LA BANCADA DE LA CULTURA.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, en primer lugar, me sumo a las muy merecidas felicitaciones que ha recibido su Señoría por su asistencia ininterrumpida a la Cámara de Diputados, durante doce años, como representante de la Octava Región.


En segundo lugar, quiero hacer notar que en la Cámara de Diputados hemos formado, una vez más, la bancada de la cultura, la que es absolutamente necesaria en los momentos en que estamos viviendo y cuando legislamos sobre una materia importante. Esta bancada es transversal; reúne a parlamentarios de todas las sensibilidades políticas representadas en esta Sala, como, por ejemplo, Víctor Jeame Barrueto, Isabel Allende, Carlos Abel Jarpa, Antonio Leal, Arturo Longton, María Antonieta Saa, Ignacio Walker, Manuel Rojas, Carolina Tohá, 
Andrés Egaña, Carlos Montes, Guido Girardi, Mario Escobar, Adriana Muñoz y Ximena Vidal. Ayer, una vez más nos reunimos con los artistas, quienes están interesados en el trámite de la iniciativa que crea el Fondo Nacional de la Cultura. Hoy puedo señalar que colaboraremos periódicamente para apoyar todas las actividades culturales que el país necesite, con prescindencia de colores políticos y con garantías para todos los que quieran cultivar estas hermosas artes.


He dicho.


DEUDA HISTÓRICA DEL MUNICIPIO DE FLORIDA CON PROFESORES. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor 
Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a un problema grave que ha detonado en relación con una situación que, lamentablemente, se extiende por el país y que ya vivió hace algún tiempo la municipalidad de Concepción: la deuda que, desde principios de la década del 80, mantienen los municipios con los profesores. Hoy, ella se ha acumulado y asciende a montos absolutamente inmanejables.


El Gobierno, luego de varios tironeos, pero con extraordinaria buena fe, impidió que la alcaldesa de Concepción fuera encarcelada por una deuda que ella no generó, por cuanto dicho compromiso es de arrastre. A mi juicio, la pena de cárcel resulta un castigo absolutamente impropio, más aún para una persona que ejerce un cargo de representación popular y que debe afrontar deudas que su administración no ha contraído.


Hemos propuesto un proyecto de ley que establezca que las deudas contraídas por un municipio con terceros y que no puedan ser pagadas, no constituyan motivos para invocar la pena de cárcel, sino, a lo más, arresto domiciliario.


En el caso que involucró al municipio de Concepción, el Gobierno, mediante el Ministerio de Hacienda, autorizó un endeudamiento adecuado y estableció un mecanismo de compensación por 1.000 millones de pesos, lo que posibilita que el dinero que pagará esa municipalidad sea reembolsado, para, de ese modo, no afectar las inversiones, en particular las destinadas a sectores populares.


Ahora bien, esta misma situación se repite en la municipalidad de Florida, también de la Octava Región. El municipio debe 289 millones de pesos a seis profesores, y la Corte de Apelaciones de Concepción ha rechazado, por tres votos contra dos, el recurso que evitaba que el alcalde, señor Juan Vergara, fuera encarcelado. La Corte estimó que no procedía aplicar los beneficios del Pacto de San José de Costa Rica, que establece que ninguna persona puede ir a prisión por deudas. Por tal razón, el municipio está obligado a cancelar ese monto a los profesores en el plazo de 30 días. El Ministerio de Hacienda, a través de su director de Presupuestos, don Mario Marcel, ha autorizado un endeudamiento, por medio del sistema “lease back”, por 150 millones de pesos, dinero que el municipio puede devolver hasta en 10 años. Con todo, esa solución resulta insuficiente. Si la municipalidad de Florida tomara esa opción -cabe hacer presente que esa comuna, eminentemente agraria, es una de las más pobres de la Octava Región y presenta graves problemas en el suministro de agua potable y en sus caminos de acceso-, tendría que echar mano a recursos que están destinados a proyectos sociales y de inversión rural. El 75 por ciento de la población de Florida está en la condición antes descrita.


Tomada esa opción, se pondría en riesgo, en primer lugar, la posibilidad de pagar y, con ello, la ninguna responsabilidad que el alcalde Vergara tiene en la génesis de la deuda; en segundo lugar, si se hicieran esfuerzos desesperados, ello terminaría perjudicando a miles de personas que verían imposibilitada la realización de estos proyectos.


El municipio de Florida no está en condiciones de pagar esa deuda. Esa repartición tiene un presupuesto anual de 650 millones de pesos, de los cuales 200 millones son sólo para operación. Por lo tanto, la imposición de un monto de esa envergadura pone al municipio en extrema dificultad. Al mismo tiempo, no pagar esa deuda histórica afecta a quienes injustamente se vieron perjudicados por el no pago de un dinero que en justicia les pertenece.


Por lo anterior, solicito que se oficie al subsecretario de Desarrollo Regional, al intendente de la Octava Región, a la ministra de Educación y, en particular, al ministro de Hacienda y al director de Presupuestos, a fin de que evalúen la autorización de un endeudamiento por el total del monto que hoy debe el municipio de Florida a los profesores. De ese modo, se evitará que el alcalde, en el plazo de treinta días, sea encarcelado -medida que considero injusta- y que se vean afectados numerosos proyectos sociales. En Concepción se utilizó un mecanismo de compensación, pues se tensó al máximo la situación, como que la alcaldesa de Concepción estuvo ad portas de ir a la cárcel. La solución de estos temas “en caliente”, es decir, en el límite, no es la más adecuada. Se debe hacer una evaluación económica, establecer acuerdos con el municipio de Florida en cuanto a la utilización de los recursos, pero hay que ir en su ayuda; de lo contrario, se cometerá una flagrante discriminación. Los municipios grandes han recibido ayuda, lo que me parece muy bien; pero los pequeños también la merecen. Aquí el problema no es político, sino estrictamente económico, debido a una situación gestada hace más de veinte años.


En ese sentido, solicito que se oficie al subsecretario de Desarrollo Regional a fin de que se pronuncie respecto de eventuales compensaciones, de modo que el municipio de Florida no deba recortar proyectos sociales; al intendente, con el objeto de que se entere de esta situación, y en especial a la ministra de Educación, para que tome cartas en el asunto a fin de que estas situaciones no vuelvan a ocurrir. En tal sentido, debiera establecerse una supervisión permanente a los Daem o DEM -departamentos de educación municipal-, para que los pagos a los miles de funcionarios que laboran en la educación a través del país, solventados con subvenciones que el Estado entrega a los municipios, se efectúen oportunamente.


Por ello, solicito que se oficie a la brevedad, en especial al ministro de Hacienda, a fin de que entregue una alternativa viable, acordada y negociada con el municipio de Florida, el que está plenamente dispuesto para ello y cuenta con el apoyo de todas las organizaciones sociales. Ellas entienden que se trata de un problema que, tal como se hizo en Concepción, puede ser resuelto.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, adjuntando el texto de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo están manifestando y, en especial, con la mía.

ANTECEDENTES TÉCNICOS SOBRE CUOTAS Y CAPTURA DE RECURSOS MARINOS DE LA OCTAVA REGIÓN. Oficios.


El señor NAVARRO.- También me referiré a la situación de la pesquería en la Octava Región, la que, una vez más, atraviesa por un momento complejo.


Aunque lo que diré a continuación suene paradójico, puesto que nadie puede ofertar recursos naturales y cambiar de criterio de la noche a la mañana sin contar con un informe técnico que, estimativamente, señale la cantidad de peces -los informes técnicos deben tener validez, so pena de terminar desprestigiados y sin credibilidad-, la última oferta del subsecretario de Pesca, señor 
Felipe Sandoval, a los pescadores artesanales de la Octava Región respecto de los recursos merluza, anchoveta y jurel, es absolutamente insuficiente. Como estos pescadores están trabajando cuatro o cinco días al mes, la cuota asignada no alcanza ni siquiera para la sobrevivencia personal y la mantención de las artes de pesca, del bote, del motor y de los espineles. Lamentablemente, en esta materia se ha enquistado un debate extemporáneo y absolutamente perverso que ha intentado dividir a los pescadores artesanales entre quienes tienen lanchas de 15 a 18 metros de eslora, o botecitos de 7 metros, con motor fuera de borda, y aquellos que trabajan como tripulantes de estas naves. Me parece que es una línea de debate y de iniciativa política absolutamente equivocada e inaceptable. Creo que el subsecretario de Pesca debe poner cuidado en sus acciones políticas. Como buen negociador, debe ser cauteloso en lo que hace, porque cuanto más se pretende dividir, más se une la gente, en particular los pescadores artesanales. La preservación del recurso constituye una prioridad para el Estado -es decir, pan para hoy y para mañana, o peces para hoy y para mañana-; es la única vía para que la actividad pesquera artesanal e industrial sobreviva, y la única manera de que la inmensa mayoría de los trabajadores de la industria y del sector artesanal sigan viviendo y sobreviviendo del mar.


Por ello, solicito que se oficie al subsecretario de Pesca a fin de que remita los informes técnicos que se tuvieron a la vista para establecer la pesca de investigación de los últimos seis meses, la asignación de cuota a la pesca artesanal en los recursos sardina, merluza y anchoveta, y que dé cuenta de las fiscalizaciones que haya realizado Sernapesca respecto de la captura que, sobre estos recursos, lleva a cabo el sector industrial.


Persiste el grave problema del descarte, esto es, el uso de redes anchoveteras para pescar jurel. Ello provoca una situación grave: se captura un recurso que luego debe ser desechado. Solicito que Sernapesca verifique en terreno esta situación y que informe pormenorizadamente sobre cada una de las naves, tanto artesanales como industriales, sobre el tipo de red que utilizan y la dimensión que alcanza para el arte de pesca indicada.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo que se toma debida nota. 

INCLUSIÓN DE TRABAJADORES FISCALES DE LA PRIMERA Y SEGUNDA REGIONES EN ASIGNACIONES POR DESEMPEÑO. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas. 


El señor ROJAS.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Hacienda para que, en razón del acuerdo que está gestando esa Secretaría de Estado en el marco del nuevo trato laboral con la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, Anef, se considere a las regiones Primera y Segunda en el otorgamiento del bono de zona, el que actualmente está establecido únicamente para las regiones Undécima y Duodécima en el proyecto de ley que la Cámara tratará en algunos días más.


Señor Presidente, el artículo 11 de la ley Nº 19.618 otorga una asignación especial por desempeño en zona fronteriza, que es el caso de la comuna de Antofagasta, pero lamentablemente se entrega este beneficio sólo a quienes laboran, de acuerdo con ese cuerpo legal, “al oriente de la Carretera Ruta 5”. Por ello, debo precisar que no son beneficiarios de esa asignación los trabajadores de la Segunda Región que, específicamente, se desempeñan en la zona costera, como es el caso de Taltal, Antofagasta, Mejillones y Tocopilla. En consecuencia, pido que, en el mismo oficio, se haga presente la necesidad de modificar el precepto mencionado para subsanar la omisión en que se incurrió.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

INFORMACIÓN SOBRE EMPLEO DE RECURSOS POR CHILEDEPORTES. Oficio.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, pido que se oficie a Chiledeportes sobre una aprensión que formuló el diputado señor Pablo Prieto, y la respuesta, publicada en la prensa, del señor Nolberto Salinas, jefe de gabinete de ese organismo. Una de las preocupaciones del diputado señor Prieto, la cual compartimos, radica en que se desconoce el destino de 1.400 millones de pesos. Según el señor Salinas, ese saldo corresponde a los proyectos de infraestructura que se adscriben a los gobiernos regionales, y éstos deciden su utilización. 


Por lo tanto, pido que se oficie a Chiledeportes sobre esta aseveración del señor Salinas para que se nos informe en qué se han gastado los 1.400 millones, cuánto le ha correspondido a cada región y en qué proyecto de infraestructura, a lo largo del país, se han invertido. 


He dicho. 


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo que se toma debida nota. 

EFECTOS DE FISCALIZACIÓN EFECTUADA POR LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO DE LA SÉPTIMA REGIÓN. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.


El señor URRUTIA.- Señor Presidente, durante los últimos días se entregó la cifra de cesantía y, nuevamente, la Séptima Región encabeza el más alto nivel de desempleo en el país. Esto nos preocupa sobremanera. 


Varios factores inciden en esta situación, pero hay uno en especial que quiero tratar en esta Corporación: la excesiva fiscalización que se ha estado llevando a cabo por la Dirección del Trabajo en la Séptima Región. 


En particular, he podido constatar que, en la comuna de Parral, esa Dirección convocó a todos los contadores de la ciudad, a fines del año recién pasado, para indicarles que había iniciado un nuevo plan y procedimiento de fiscalización con el objeto de lograr un mejor cumplimiento de las normas laborales. 


Transcurridos algunos meses desde la puesta en marcha de dicho procedimiento, se ha constatado que, en la práctica, esto se ha traducido en un plan de aplicación de sanciones ante la menor falta, las que generalmente son de carácter formal. Se ha procedido a aplicar duras sanciones a los empleadores, y, lo que es peor, en casi la totalidad de las inspecciones efectuadas por los fiscalizadores se han cursado dos o tres multas simultáneas en contra de los mismos empleadores.


Agrava lo antes expuesto el hecho de que en varios casos se ha constatado que la fiscalización e inmediata notificación de sanciones se originó no en denuncias efectuadas por los trabajadores supuestamente afectados, sino en consultas o avisos formulados por los propios empresarios ante la inspección comunal, ya sea por escrito o verbalmente. Esto, a mi juicio, reviste especial gravedad, ya que, lejos de contribuir a una relación armoniosa, ha llevado a que ésta se torne odiosa. 


Todo lo expuesto anteriormente explica el hecho de que los empresarios no sólo contraten menos trabajadores, sino que, al revés, la tendencia es a despedir la mayor cantidad de gente para así evitarse el problema con la Inspección del Trabajo local. 


Por lo tanto, pido oficiar a la Dirección Nacional del Trabajo para que nos diga si ésta es una política nacional o es algo que se está aplicando solamente en la Séptima Región y, en particular, en la ciudad de Parral. 


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

FINANCIAMIENTO PARA HOGAR DE ANCIANOS DE LA CIUDAD DE PARRAL. Oficio.


El señor URRUTIA.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Salud por una situación que está afectando al hogar de ancianos Padre Alberto Hurtado, de la ciudad de Parral, provincia de Linares. 


Esa entidad se financiaba, hasta hace unos sesenta días, con aportes del Servicio de Salud del Maule, a través de un convenio, y del Hogar de Cristo de la ciudad de Parral. 


A partir de aquel entonces, el Servicio de Salud del Maule caducó este convenio -que consistía, básicamente, en la alimentación de los ancianos residentes en dicho hogar-, por no contar, según lo informado, con los recursos para continuar con él.


El Hogar de Cristo local no está en condiciones de solventar los nuevos gastos que se han generado al perder este aporte del Servicio de Salud. Ante dicha circunstancia, el cierre de este hogar de ancianos es inminente. 


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Salud para que informe por qué se ha caducado este convenio y qué posibilidad existe de que se restablezca para que este hogar de ancianos, tan necesario para la ciudad de Parral, siga funcionando.


He dicho. 


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo que se toma debida nota. 

MAYORES RECURSOS PARA LA MUNICIPALIDAD DE FLORIDA PARA PAGAR DEUDA HISTÓRICA CON PROFESORES. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, quiero complementar lo que hace un momento señaló el diputado señor Navarro. 


Un fallo en contra de la municipalidad de Florida la obliga a pagar 289 millones de pesos, debido al recurso que presentó un grupo de profesores por compromisos derivados del traspaso de la educación a los municipios, realizado en los primeros años de la década de los 80.


Junto con el alcalde de esa comuna, fuimos a conversar con el subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Francisco Vidal, a quien le solicitamos que intercediera para que el Ministerio de Hacienda autorizara a dicha municipalidad para endeudarse por el total de esa deuda, a un plazo superior a diez años. Lamentablemente, sólo se ha conseguido endeudarse hasta por 150 millones de pesos, monto que no cubre la obligación establecida en el fallo judicial.


Por lo anterior, solicito oficiar al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo con el objeto de hacerle presente, primero, que están quedando sólo algo más de veinte días para que se cumpla el plazo de la sentencia, después del cual el alcalde de esta comuna será encarcelado debido a esta situación tan anormal, y segundo, que, a la mayor brevedad, se amplíe el plazo y se autoricen más recursos para poder cumplir con el mandato judicial.


Esperamos reunirnos con el subsecretario, con el alcalde y con el diputado Andrés Egaña el próximo lunes en la tarde, con el objeto de buscar una salida a esta situación. Se trata de evitar que una comuna de escasos recursos se vea en la imposibilidad de hacer absolutamente obra alguna por tener que cumplir la cancelación ordenada en ese fallo judicial.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia del texto de su intervención y con la adhesión de los señores diputados que están alzando la mano, de lo que se está tomando debida nota.

SOLICITUD DE RESPUESTA A CARTA SOBRE ELIMINACIÓN DEL PEAJE DE CHAIMÁVIDA, EN OCTAVA REGIÓN. Oficio.


El señor ULLOA.- En segundo lugar, señor Presidente, envié una carta al subsecretario de Obras Públicas, don Juan Carlos Latorre, ex colega nuestro, con el objeto de que estudiara la posibilidad de eliminar derechamente el famoso peaje de Chaimávida y no de trasladarlo hacia el interior, porque se suponía que los recursos que capta se destinarían a la mantención de ese camino, cosa que, tanto usted, señor Presidente, como quien habla, que recorremos esa vía, sabemos que no se hace.


Dado que, además, existen rutas concesionadas, como la del Itata, que cuentan con plazas de peaje, estimamos imprescindible que dicho peaje se levante completamente.


Para lograr ese objetivo, nos entrevistamos hace algunos meses, junto con el entonces diputado Enrique Van Rysselberghe, con el subsecretario Latorre, a quien le entregamos formalmente una carta que contenía esa petición; pero no hemos recibido respuesta alguna hasta el día de hoy.


Por lo tanto, solicito oficiar al subsecretario de Obras Públicas con el objeto de que nos conteste la carta que le entregamos formalmente, en la que le solicitamos que se suprimiera ese peaje, porque imposibilita el desarrollo de comunas pequeñas como Florida o Quillón.


De no ser posible lo anterior, solicito que dicho peaje se instale exactamente donde lo ha establecido el propio sistema: a la entrada por Bulnes desde la carretera 5 Sur hacia Concepción.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia del texto de su intervención y con la adhesión de los señores diputados que están alzando la mano, de lo que se está tomando debida nota.

ELIMINACIÓN DE ALMUERZOS A ALUMNOS Y DEL PREMIO A LA EXCELENCIA ACADÉMICA PARA COLEGIO DE GRANEROS. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, el colegio Graneros, ubicado en la comuna del mismo nombre, tiene una matrícula de 860 alumnos, en jornada escolar completa, con financiamiento compartido. Son hijos de familias campesinas, de temporeros y de trabajadores de distintas empresas de diversas comunas de nuestro distrito.


Este colegio ha obtenido el más alto índice en la prueba Simce desde hace once años, con veinte o treinta puntos sobre otros colegios de la misma comuna, lo que le ha permitido obtener el Premio a la Excelencia Académica desde que se comenzó a otorgar. No obstante, este año se le privó de este merecido premio sin mediar razón alguna.


Por otra parte, de los 860 alumnos que tiene el colegio, se ha becado a 204, por razones obvias.


El colegio recibía 205 raciones de almuerzo y 104 de desayuno de parte de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas. Sin embargo -lo que es muy grave, señor Presidente-, sin mediar ninguna razón, la Junaeb decidió no enviar más estos almuerzos, amparándose en el índice de vulnerabilidad.


Hace poco rato, en esta misma Sala, se habló mucho sobre la protección de los niños. No obstante, vemos que, arbitrariamente y a mitad de año, se ha dejado sin alimento a 204 niños de escasos recursos, que vienen de lejos a estudiar y que están en el régimen de jornada escolar completa.


Por lo tanto, señor Presidente, solicito oficiar a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y al Ministerio de Educación con el objeto de que nos informen a qué se debe tan insólita decisión y las alternativas que existen para revertir tan lamentable determinación. Asimismo, que el citado ministerio nos informe por qué se dejó de entregar el Premio de Excelencia Académica a este colegio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia del texto de su intervención y con la adhesión de los señores diputados que están alzando la mano, de lo que se está tomando debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE SISTEMA DE SALVATAJE EN LA CARRETERA 5 SUR. Oficio.


El señor BAUER.- Señor Presidente, hace cuatro semanas, un automovilista, por 



razones injustificadas, salió de la ciudad de Rancagua en dirección al norte por la vía que lleva al sur. Después de avanzar más de un kilómetro, en el que fue esquivado por varios vehículos, entre los que se cuenta el de quien habla, impactó de frente a un minibús. De la colisión resultaron varios heridos de gravedad, incluyendo a ese conductor.


El problema que se generó aquí es insólito, ya que la ambulancia que salió de Rancagua para atender este accidente debió viajar por la pista norte hasta el cruce de Graneros y, desde ahí, volver a Rancagua por la pista sur. La demora en llegar de la ambulancia causó el fallecimiento del conductor que había ocasionado el accidente.


Por lo tanto, pido oficiar al Ministerio de Obras Públicas con el objeto de que informe sobre cómo operará el sistema de salvataje en toda la carretera 5 Sur para evitar lo sucedido en la ciudad de Rancagua.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia del texto de su intervención, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo que se está tomando debida nota.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.32 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que crea la Dirección Nacional de la Cultura y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural. (Boletín Nº 2286-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

2.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 30 de julio de 2002.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, originado en el mensaje de su Excelencia el Presidente de la República 
Nº 149-339, del que se dio cuenta en esa Corporación el día 5 de enero de 1999, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural, correspondiente al boletín Nº 2286-04.


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado con el voto conforme de 48 señores senadores de un total de 48 señores senadores presentes, dándose cumplimiento de este modo a lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3860, de 30 de julio de 2002.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.

3.
Moción de los diputados señores Paya, Álvarez, Egaña, Kast, Leay, Longueira, 
Martínez, Salaberry, Urrutia y Walker.


Sanciona el delito de falsificación informática. (boletín Nº 3007-07)


La ley Nº 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, publicada en el Diario Oficial de fecha 12 de abril de 2002 viene a reconocer el denominado documento electrónico. De acuerdo a la ley, se entiende por documento electrónico: toda representación de un hecho, imagen o idea que sea creada, enviada, comunicada o recibida por medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir su uso posterior. En este sentido, no cabe duda que el uso del documento electrónico en el tráfico comercial y jurídico logrará un gran desarrollo.


Si bien la ley regula los efectos procesales del documento electrónico, creemos que a fin de precaver la falsificación de los mismos, y la sanción de dicha conducta, es que debe incorporarse el delito de falsificación informática a nuestra ley.


Muchos podrán creer que a través de una interpretación extensiva de la ley es posible sancionar la falsificación informática a través de los artículos 193 a 198 de nuestro Código Penal, pero dicho ejercicio no es propio en materia penal, donde debe primar una interpretación restrictiva. El legislador de nuestro Código Penal jamás tuvo en mente sancionar la falsificación de un documento electrónico, lo que al momento de aplicar la pena, podría inhibir a nuestros tribunales de aplicar el tipo clásico de falsificación a los documentos electrónicos.


Por todo lo anterior, es que recomendamos la creación del tipo de falsificación de documento electrónico, a fin de mantener el principio de tipicidad y legalidad en materia penal, y venimos en proponer a esta honorable Cámara el siguiente

PROYECTO DE LEY

“Intercálase a continuación del artículo 193 del Código Penal, el siguiente artículo 193 bis nuevo: Artículo 193 bis: El que maliciosamente cometiere alguna de las falsedades designadas en el artículo 193, en un documento electrónico, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo”.

4.
Moción de los diputados señores Paya, Correa, Dittborn, Egaña, Longueira, Masferrer, Rojas, Uriarte, Urrutia y Walker.


Protege la propiedad intelectual de obras digitales. (boletín Nº 3008-07)


Muchos de los productos que se transmiten y comercializan por medio de comunicaciones electrónicas son intangibles, denominados bienes digitales, tales como video, sonido, fotografías, bases de datos, programas computacionales, texto, animaciones, etcétera, los que deben ser considerados como creaciones intelectuales, susceptibles de ser amparados bajo las normas del derecho de propiedad intelectual.


La realidad moderna hace indispensable adaptar el régimen tradicional de protección autoral, históricamente concebido para obras soportadas materialmente, a las nuevas realidades digitales, dando reconocimiento y protección legal a las obras digitales.


En consecuencia, venimos en proponer a esta honorable Cámara, el siguiente proyecto de ley que define, reconoce y protege legalmente las obras digitales:


PROYECTO DE LEY:

Artículo 1.- Para los efectos de esta ley se entiende por obra digital toda creación del intelecto, incluyendo los programas computacionales, obras musicales, literarias u otras, generada, enviada, recibida, archivada o comunicada por medios electrónicos.


Artículo 2.- El titular de derechos de autor sobre una obra digital o digitalizada tendrá el derecho a autorizar su comunicación al público por medios físicos o electrónicos, incluyendo su puesta a disposición del público, de modo tal que ésta pueda ser accedida por cualquier persona desde el lugar y en el momento en que cada una de ellas lo desee.


Artículo 3.- Las obras digitales están amparadas por los derechos de autor, en los términos contemplados en la ley Nº 17.336”.

5.
Moción de los diputados señores Paya, Barros, Egaña, Longueira, Masferrer, 
Rodrigo González, Prieto, Salaberry, Varela y Walker.


Sanciona el fraude informático. (boletín Nº 3009-07)


Dentro del fenómeno de la delincuencia informática, reviste particular importancia el denominado fraude informático.


Las manipulaciones fraudulentas de elementos informáticos se dirigen a obtener un lucro en perjuicio económico de otro. En este sentido, el perjuicio económico debe entenderse tanto en su carácter individual como macrosocial. Esto nos permite afirmar que las defraudaciones por medios informáticos lesionan algo más que el patrimonio, hay un interés social valioso y digno de protección, como lo es la confianza en el correcto funcionamiento de los sistemas automatizados de tratamiento de la información.


Mucho se ha discutido si las conductas sancionadas mediante el fraude informático pueden ser sancionadas al amparo del delito de estafa tipificado en el Art. 468 de nuestro Código Penal. Éste señala:


“el que defraudare a otro usando nombre fingido, atribuyéndose poder, influencia o créditos supuestos, aparentando bienes, crédito, comisión, empresa o negocios imaginarios, o valiéndose de cualquier otro engaño semejante”.


Creemos que el delito de estafa de nuestro Código Penal presenta dificultades para comprender aquellas conductas defraudatorias realizadas por medios informáticos, en sistemas de tratamiento automatizado de la información en que no intervienen personas en su control, e incluso en aquellos en que existe la presencia de personas, pero cuyas intervenciones están limitadas a accesos meramente mecánicos.


El delito de estafa presupone que una persona sea engañada, y que se la induzca como consecuencia de esa conducta a un error que la lleve a realizar un acto de disposición patrimonial lesivo, pero en las manipulaciones defraudatorias, este engaño no ocurre. No se puede engañar a una máquina (computador), el engaño supone una relación sicológica entre el agente y el sujeto engañado.


Es por lo anterior, que el fraude informático comprende todas las conductas de manipulaciones defraudatorias, abusos o interferencias en el funcionamiento de un sistema de tratamiento automatizado de datos, con la intención de obtener un provecho, para producir un perjuicio económico. Eso sí, el fraude informático debe tener siempre las notas configuradoras de una defraudación. Defraudación entendida como la causación de un perjuicio económico, irrogado mediante un medio engañoso, fraudulento (que aquí es la manipulación de los elementos informáticos).


Cabe hacer presente que durante el proceso de formación de la ley Nº 19.223, el Gobierno presentó indicación al proyecto en cuanto a incorporar el fraude informático mediante el siguiente artículo:


“Artículo 2º.- Intercálase, a continuación del artículo 468 del Código Penal, el siguiente artículo 468 bis, nuevo: Art. 468 bis. Incurrirán asimismo en las penas establecidas en el artículo 467, los que, con ánimo de lucro, defraudasen a otro mediante una manipulación informática que interfiera en la recepción, procesamiento o transmisión de datos, causando con ello un perjuicio económico”. Esta indicación junto con las demás propuestas por el Gobierno fueron rechazadas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados.


Por todo lo anterior, es que creemos debe incorporarse a nuestra legislación el fraude informático, como una figura dolosa, en la cual se exija como elemento subjetivo del tipo el ánimo de lucro, y como elemento objetivo la obtención mediante una manipulación informática de una transferencia indebida de cualquier activo patrimonial en perjuicio de tercero.


Las manipulaciones informáticas pueden efectuarse sobre los datos (al momento de ser ingresados al sistema mediante el suministro de datos falsos, cuando salen del sistema o cuando son transmitidos a través de Internet y otras redes), o sobre el programa del sistema (en este caso los datos suministrados no son falsos, pero se manipula el programa para que el procesamiento de los datos conduzca a resultados falsos).


Es así como estaríamos frente a casos de manipulaciones informáticas, por ejemplo, en la utilización de datos en forma incorrecta o de una manera incompleta, o bien al utilizarlos sin estar autorizado, no olvidando en todo caso que estas manipulaciones deben ser fraudulentas, es decir, no basta con la sola manipulación de elementos informáticos, sino que es necesario que concurran las notas configuradas de una defraudación (causación de un perjuicio económico, por un medio astuto, engañoso). Ejemplo de la utilización de datos incorrectos podemos observar en el caso del uso fraudulento de tarjetas falsificadas u otros instrumentos (como detectores de clave) para obtener dinero metálico de un cajero automático. En cuanto a la utilización de datos no autorizados, sería el caso, por ejemplo, de aquel sujeto que ocupe en forma fraudulenta una tarjeta u otro instrumento destinado a la obtención de dinero de un cajero automático, sin ser su titular (la tarjeta no ha sido falsificada en este supuesto, sino que ésta no estaría siendo utilizada por su verdadero titular). Como otros ejemplos de manipulaciones informáticas, podemos citar el caso de aquel empleado de una entidad bancaria que seleccione cuentas de ahorro que no hayan registrado movimiento alguno durante un largo período de tiempo, y transfiera sus fondos a otras cuentas abiertas por él, o bien el caso de aquel empleado de una empresa que con la ayuda de un programa especialmente elaborado logre intercalar en la base de datos de los sueldos de la empresa, los datos de sueldos de personas ficticias, e indica su propia cuenta para que le depositen los sueldos de dichas personas. La manipulación informática sería el equivalente al engaño y al error del delito de estafa.


La transferencia del activo patrimonial se produce como consecuencia de las manipulaciones informáticas fraudulentas. Esta transferencia puede producirse directamente a través de las manipulaciones de los elementos informáticos, o bien puede obtenerse a través de un tercero en el caso que no concurran en éste los elementos constitutivos de la estafa, como lo son el engaño, en cuanto relación directa entre dos seres humanos, o un error psicológico en una persona. El agente de la acción accede a una transferencia de un activo, al cual no tiene derecho, y la expresión cualquier activo tiene por finalidad no restringir el objeto transferido a una cosa corporal, incluyendo así tanto el dinero metálico, como el dinero contable o giral (el cual en opinión generalizada no constituye una cosa corporal). Finalmente, producto de la transferencia indebida de un activo patrimonial se produce el perjuicio de tercero, esto es, un desequilibrio patrimonial sin fundamento legal.


Día a día podemos observar cómo el comercio electrónico y las transacciones bancarias aumentan en internet. Este tipo de operaciones vía computador, en que una persona puede realizar desde su hogar transacciones comerciales o movimientos bancarios, si bien forman parte de las estrategias de mejoramiento de servicio al cliente, pueden constituir a su vez focos de criminalidad, específicamente de manipulaciones informáticas fraudulentas. Estos supuestos en los cuales no concurre la existencia de una persona engañada, que sufra un error psicológico y que como consecuencia de ello realice la disposición patrimonial (elementos exigidos por el tipo de estafa del Código Penal), en virtud de esta norma que proponemos quedarían cubiertos y, por lo tanto, podrían ser sancionados.


En virtud de lo expuesto, venimos en proponer a esta honorable Cámara el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único:


“Intercálase, a continuación del artículo 468 del Código Penal, el siguiente artículo 468 bis nuevo: Artículo 468 bis: Incurrirá asimismo en las penas del artículo 467 el que, con ánimo de lucro y en perjuicio de tercero, obtenga mediante una manipulación informática una transferencia indebida de cualquier activo patrimonial”.

6.
Moción de los diputados señores Paya, Bauer, Correa, Egaña, Kuschel, Longueira, Melero, Norambuena, Salaberry y Walker.


Sanciona el delito de creación y distribución de virus computacionales. (boletín Nº 3010-07)


El estudiante de la República de Filipinas, creador del famoso virus denominado “I Love You”, luego de ser investigado es dejado libre, ya que la creación de virus y programas dañinos para los sistemas informáticos no se encuentra penada en dicho país. Poco tiempo después, con el objeto de evitar la repetición de hechos como éstos, se dicta en la República de Filipinas la ley Nº 8.792, de fecha 14 de junio de 2000, que regula la validez y uso de transacciones y documentos electrónicos comerciales y no comerciales, y las penas por sus usos ilegales. La Parte V y final de dicho texto legal sanciona en la sección 33 la introducción de virus computacionales y otros, que provoquen la destrucción, alteración, robo o pérdida de mensajes de datos electrónicos o documentos electrónicos con pena privativa de libertad y multa.


En México, el creador y distribuir del virus W32/SirCam (hola cómo estas? Te mando este archivo para que me des tu punto de vista) no podría ser demandado por la figura de creación y distribución de virus por no encontrarse tipificada. Sin perjuicio de lo anterior, a contar de 1999 existen en el Código Penal Federal mexicano disposiciones que sancionan la modificación, destrucción o la provocación de pérdida de información contenida en sistemas o equipos informáticos con pena privativa de libertad de hasta 2 años, tipo que podría ser aplicado. Sin perjuicio de lo anterior, no parece lógico que una persona creadora de un virus que causa millones de dólares en pérdidas sea procesada por el delito de alteración de datos o sabotaje informático, y no por una figura que sancione conductas que pueden tener repercusiones mundiales.


Países como Canadá y los Estados Unidos de América ya han tipificado las figuras de creación y distribución de virus.


Perseguir esta clase de conductas se hace sumamente complicado si esto se hace a través de los tradicionales tipos de sabotaje informático y alteración de datos. En muchas ocasiones, el virus no viene directamente del delincuente, sino que por el contrario viene del computador de alguien que conocemos, quien hasta desconoce que su computador ha sido infectado, y que él mismo está infectando otros sistemas de tratamiento de información.


¿A quién debemos culpar, al dueño del computador de donde se envió el virus o al creador del mismo? ¿Y qué sucede cuando el creador del virus no se encuentra en la jurisdicción donde se cometió el daño? ¿Y si esa conducta no se encuentra penalizada en el lugar donde se creó el virus?


Los autores de los variados y originales virus a los cuales nuestros computadores se ven expuestos cada día, con los perjuicios que eso significa a nivel individual como global, deben ser sancionados. El peligro y daño de dichas conductas son demasiado graves para permitir la evasión de la pena.


Por todo lo anterior, es que creemos que la sanción de la creación y distribución de programas destinados a dañar los sistemas de tratamiento de la información y las redes debe ser cubierta a través de un nuevo tipo, y no a través de las figuras de sabotaje informático y alteración de datos, las que no fueron creadas para reprimir esta nueva clase de conductas ilícitas, que producen daños a nivel mundial.


Sólo la tipificación de estas conductas por los ordenamientos penales de los países, permitirá hacer frente a la delincuencia informática desde una perspectiva global y mundial.


En consecuencia, proponemos a esta honorable Cámara el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Agrégase, en el artículo 485 del Código Penal, el siguiente número 9: Número 9: “El que maliciosamente cree o distribuya cualquier dispositivo o programa con el objeto de interferir, dañar o alterar el funcionamiento de sistemas electrónicos de almacenamiento, procesamiento o transmisión de datos”.

(*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido �Radical Social Demócrata; IND: Independiente.
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